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I. Disposiciones generales

MINISTERIO
DE ASUNTOS EXTERIORES

2341 ORDEN de 23 de enero de 2001 por la que
se modifica la demarcacion de los Consulados
Generales de España en Miami y en Washing-
ton.

La demarcación del Consulado General de España
en Miami comprende los Estados de Florida, Georgia,
Carolina del Norte y Carolina del Sur, con una superficie
de 520.000 kilómetros cuadrados y 10.100 españoles
residentes, mientras que la correspondiente al Consulado
General en Washington incluye los Estados de Maryland,
ambas Virginias y el Distrito de Columbia, con una super-
ficie de 196.000 kilómetros cuadrados y 4.500 espa-
ñoles residentes.

A la vista de estos datos parece oportuno proceder
a una modificación de las correspondientes demarca-
ciones consulares, para lograr un mayor equilibrio entre
ellas que permita atender eficazmente a los españoles
residentes en ellas.

A tal efecto, el Estado de Carolina del Norte se segre-
ga de la demarcación del Consulado General en Miami
y pasa a integrar la demarcación del Consulado General
en Washington, del que se encuentra más próximo.

En su virtud, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo
21 del Real Decreto 632/1987, de 8 de mayo, he tenido
a bien disponer:

Primero.—El Estado de Carolina del Norte se incorpora
a la demarcación del Consulado General de España en
Washington, segregándose de la demarcación del Con-
sulado General de España en Miami.

Segundo.—Como consecuencia de esta modificación,
la demarcación del Consulado General de España en
Miami abarcará los Estados de Florida, Georgia y Carolina
del Sur; y la demarcación del Consulado General de Espa-
ña en Washington abarcará los Estados de Maryland,
ambas Virginias, el Distrito de Columbia y el Estado de
Carolina del Norte.

Tercero.—La presente Orden entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Madrid, 23 de enero de 2001.

PIQUÉ I CAMPS

Excmos. Sres. Secretario de Estado de Asuntos Exteriores,
Subsecretario y Embajador de España en Washington.

2342 RESOLUCIÓN de 23 de enero de 2001, de
la Secretaría General Técnica, sobre aplica-
ción del artículo 32 del Decreto 801/1972,
relativo a la ordenación de la actividad de la
Administración del Estado en materia de Tra-
tados internacionales.

De conformidad con lo establecido en el artículo 32
del Decreto 801/1972, de 24 de marzo, sobre orde-
nación de la actividad de la Administración del Estado
en materia de Tratados internacionales, esta Secretaría
General Técnica ha dispuesto la publicación, para cono-
cimiento general, de las comunicaciones relativas a Tra-
tados internacionales, en los que España es parte, reci-
bidas en el Ministerio de Asuntos Exteriores entre el 31
de agosto de 2000 y el 31 de diciembre de 2000.

A. POLÍTICOS Y DIPLOMÁTICOS

A.A POLÍTICOS.

Carta de las Naciones Unidas. San Francisco, 26 de junio
de 1945. «Boletín Oficial del Estado» de 16 y 28
de noviembre de 1990.

Yugoslavia. Por Resolución A/RES/55/12 adoptada
por la Asamblea General el 1 de noviembre de 2000,
la República Federal de Yugoslavia fue admitida como
Miembro de las Naciones Unidas.

Tuvalu. Por Resolución A/RES/55/1 adoptada por
la Asamblea General el 5 de septiembre de 2000, Tuvalu
fue admitido como Miembro de las Naciones Unidas.

A.B DERECHOS HUMANOS.

Convenio para la Prevención y Sanción del Delito de
Genocidio. Nueva York, 9 de diciembre de 1948. «Bo-
letín Oficial del Estado» de 8 de febrero de 1969.

Suiza. 7 de septiembre de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 6 de diciembre de 2000.

Guinea. 7 de septiembre de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 6 de diciembre de 2000.

Convenio Europeo para la Protección de los Derechos
Humanos y de las Libertades Fundamentales. Roma, 4
de noviembre de 1950. «Boletín Oficial del Estado»
de 10 de octubre de 1979.

Ucrania. 10 de julio de 2000. Modificación de la reser-
va formulada por Ucrania en el momento de la Rati-
ficación el 11 de septiembre de 1997 respecto del párra-
fo 3 del artículo 5 del Convenio:

«Las disposiciones del párrafo 3 del artículo 5
del Convenio para la Protección de los Derechos
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Humanos y de las Libertades Fundamentales
de 1950 únicamente se aplicarán en la medida
en que no sean contrarias a lo dispuesto en los
artículos 48, 49, 50 y 51 del Estatuto disciplinario
de las Fuerzas Militares de Ucrania relativos a la
detención en virtud de una sanción disciplinaria.»

Convención sobre el Estatuto de los Refugiados. Gine-
bra, 28 de julio de 1951.

Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados. Nueva
York, 31 de enero de 1967 «Boletín Oficial del Esta-
do» del 21 de octubre de 1978.

México. 7 de junio de 2000. Adhesión, entrada en
vigor 5 de septiembre de 2000, con las siguientes decla-
raciones y reservas:

Declaración:

A los efectos de la Convención, México interpreta
las palabras «acontecimientos ocurridos antes del 1 de
enero de 1951», recogidas en la sección B del artículo 1,
en el sentido de acontecimientos ocurridos antes del 1
de enero de 1951 en Europa o en cualquier otro lugar.

Declaraciones interpretativas:

El Gobierno de México se reservará siempre el dere-
cho de determinar y conceder el estatuto de refugiado,
de conformidad con sus disposiciones legales vigentes
y sin perjuicio de la definición del término refugiado que
figura en el artículo 1 de la Convención y en el artículo 1
de su Protocolo.

De conformidad con su legislación nacional, el Gobier-
no mexicano está facultado para conceder a los refu-
giados más facilidades, en cuanto a su naturalización
y asimilación, que a los extranjeros en general en el
marco de su política demográfica y, en particular, de
su política en materia de refugiados.

Reservas:

El Gobierno mexicano está convencido de la impor-
tancia de que todos los refugiados tengan la posibilidad
de acceder a un empleo remunerado para garantizar
su subsistencia, y se compromete a concederles, con
arreglo a la ley, un tratamiento similar al concedido a
los extranjeros en general, habida cuenta de las leyes
y reglamentos que determinan el porcentaje de traba-
jadores extranjeros que los empresarios están autoriza-
dos a contratar en México, y sin que ello afecte a las
obligaciones de los empleadores por lo que respecta
al empleo de trabajadores extranjeros.

No obstante, dado que el Gobierno mexicano no pue-
de garantizar a los refugiados que cumplen las condi-
ciones establecidas en las letras a), b) y c) del párrafo 2
del artículo 17 de la Convención la exención automática
de las obligaciones que deben cumplirse para la obten-
ción de un permiso de trabajo, formula una reserva expre-
sa respecto de las mencionadas disposiciones.

El Gobierno mexicano se reserva el derecho a decidir,
de conformidad con su legislación nacional, el lugar o
lugares de residencia de los refugiados y a fijar las con-
diciones en que pueden circular por el territorio nacional,
por lo que formula una reserva expresa en relación con
los artículos 26 y 31.2 de la Convención.

El Gobierno mexicano formula una reserva expresa
en relación con el artículo 32 de la Convención, en virtud
de la aplicación del artículo 33 de la Constitución política
de los Estados Unidos de México sin perjuicio del respeto
al principio de no devolución que figura en el artículo 33
de la Convención.

Trinidad y Tobago. 10 de noviembre de 2000. Adhe-
sión, entrada en vigor 8 de febrero de 2001, con la
siguiente declaración:

«El Gobierno de Trinidad y Tobago aplicará la alter-
nativa (b) del artículo 1 B(1) de la Convención.»

Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer.
Nueva York, 31 de marzo de 1953. «Boletín Oficial
del Estado» de 23 de abril de 1974.

Austria. 11 de septiembre de 2000. Retira la reserva
que formuló en el momento de la Ratificación al artícu-
lo III de la Convención:

Convención sobre el Estatuto de los Apátridas. Nueva
York, 28 de septiembre de 1954. «Boletín Oficial del
Estado» número 159, de 4 de julio de 1997.

México. 7 de junio de 2000. Adhesión, entrada en
vigor 5 de septiembre de 2000, con las siguientes
reservas:

El Gobierno mexicano está convencido de la impor-
tancia de que todos los apátridas puedan tener acceso
a un empleo remunerado para garantizar su subsistencia
y afirma que los apátridas recibirán, de conformidad con
las leyes, el mismo tratamiento que se concede a los
extranjeros en general, sin perjuicio de la aplicación del
artículo 7 del Código Federal de Trabajo, en el que se
establece el porcentaje de trabajadores extranjeros que
los empresarios pueden contratar en México, así como
otras normas relativas al trabajo de los extranjeros en
el país, en vista de lo cual el Gobierno mexicano formula
una reserva expresa en relación con el artículo 17 de
la presente Convención.

El Gobierno mexicano formula una reserva expresa
en relación con el artículo 31 de la Convención, sobre
la base de la aplicación del artículo 33 de la Constitución
política de los Estados Unidos de México.

El Gobierno mexicano no se considera obligado a
garantizar a los apátridas otras facilidades para su natu-
ralización que las concedidas a los extranjeros en gene-
ral, en vista de lo cual formula una reserva expresa en
relación con el artículo 32 de la presente Convención.

Convenio Internacional sobre eliminación de todas las
formas de discriminación racial. Nueva York, 7 de
marzo de 1966. «Boletín Oficial del Estado» de 17
de mayo de 1969, 5 de noviembre de 1982.

República Checa. 11 de octubre de 2000. Declaración
en virtud del artículo 14 del Convenio:

«La República Checa declara que de conformidad con
el párrafo 1 del artículo 14 del Convenio, reconoce la
competencia del Comité para la eliminación de la dis-
criminación racial para recibir y examinar las comuni-
caciones en que personas o grupos de personas de su
jurisdicción, aleguen ser víctimas de una violación de
cualquiera de los derechos establecidos en el Convenio.»

Pacto Internacional sobre Derechos Políticos y Civiles.
Nueva York, 16 de diciembre de 1966. «Boletín Oficial
del Estado» de 30 de abril de 1977.

Perú. 26 de julio de 2000. Notificación de confor-
midad con el artículo 4(3) del Pacto, por Decreto núme-
ro 015-2000, de fecha 30 de junio de 2000, se establece
el estado de emergencia por una período de treinta días
desde el 4 de julio de 2000 en el distrito de Iñapari,
provincia de Tahuamanu, departamento de Madre de
Dios.
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Los artículos de Pacto que ha sido derogados son:
9, 12, 17 y 21.

Lesotho. 6 de septiembre de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 5 de diciembre de 2000.

Polonia. 8 de agosto de 2000. Comunicación relativa
a la reserva formulada por Guyana en el momento de
la adhesión:

El Gobierno de la República de Polonia ha examinado
la reserva formulada por el Gobierno de la República
de Guyana en relación con el artículo 1 del Protocolo
Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos en el momento de su readhesión al Protocolo.

El Gobierno de la República de Polonia considera que
esta reserva pretende privar de las ventajas del Protocolo
Facultativo a un grupo de personas en virtud de la con-
dena a muerte. Esta reserva es contraria al objeto y al
fin del Protocolo, que es reforzar la posición de los par-
ticulares en relación con los derechos humanos prote-
gidos por el Pacto.

Por otra parte, el Gobierno de la República de Polonia
considera que el procedimiento seguido por el Gobierno
de la República de Guyana para denunciar el Protocolo
Facultativo y su posterior readhesión con reservas no
se ajustan al derecho de los tratados y son claramente
contrarios al Protocolo.

Por consiguiente, el Gobierno de la República de Polo-
nia formula una objeción a la mencionada reserva del
Gobierno de la República de Guyana.

Esta objeción no impedirá la entrada en vigor del
Protocolo Facultativo entre la República de Polonia y
la República de Guyana.

Pacto Internacional sobre Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales. Nueva York, 16 de diciembre
de 1966. «Boletín Oficial del Estado» de 30 de abril
de 1977.

Ghana. 7 de septiembre de 2000. Ratificación, entra-
da en vigor 7 de diciembre de 2000.

Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos adoptado en Nueva York por
la Asamblea General de las Naciones Unidas el 16
de diciembre de 1966. «Boletín Oficial del Estado»
de 2 de abril de 1985 y 4 de mayo de 1985.

Ghana. 7 de septiembre de 2000. Ratificación, entra-
da en vigor 7 de diciembre de 2000.

Convenio sobre la eliminación de todas las formas de
discriminación contra la mujer. Nueva York, 18 de
diciembre de 1979. «Boletín Oficial del Estado» de
21 de marzo de 1984.

Australia. 30 de agosto de 2000. Retirada parcial
de la reserva que formuló en el momento de la Rati-
ficación:

«El Gobierno de Australia retira parte de las reser-
vas redactadas como sigue:

El Gobierno de Australia advierte que no acepta
la aplicación de la Convención en tanto en cuanto
requerirá alteración de la política relativa a las Fuer-
zas de Defensa, que excluye a la mujeres del com-
bate y obligaciones relacionadas con el combate.
El Gobierno de Australia está revisando esta política
de modo que pueda llegar a definir más claramente
el término “combate” y “obligaciones relacionadas
con el combate”.

y ha depositado la siguiente reserva:
El Gobierno de Australia advierte que no acepta

la aplicación de la Convención en tanto en cuanto

requerirá alteración de la política relativa a las Fuer-
zas de Defensa, que excluye a las mujeres del com-
bate y obligaciones relacionadas con el combate.»

Austria. 11 de septiembre de 2000. Retirada parcial
de la reserva que formuló en el momento de la Rati-
ficación:

«La reserva al artículo 7.b) de la Convención
sobre la eliminación de todas las formas de dis-
criminación contra la mujer declarada en el momen-
to de la ratificación por Austria es retirada.»

Convención contra la tortura y otros tratos o penas crue-
les, inhumanos o degradantes. Nueva York, 10 de
diciembre de 1984. «Boletín Oficial del Estado» de
9 de noviembre de 1987.

Gabón. 8 de septiembre de 2000. Ratificación, entra-
da en vigor 8 de octubre de 2000.

Ghana. 7 de septiembre de 2000. Ratificación, entra-
da en vigor 7 de octubre de 2000, con la siguiente
declaración:

«... de conformidad con el artículo 30 (2) de la men-
cionada Convención, se declara asimismo que la sumi-
sión a arbitraje o a la Corte Internacional de Justicia
de las controversias entre Estados Partes en relación
con la interpretación o interpretación de la mencionada
Convención, en virtud del artículo 30 (1), requerirá el
consentimiento de TODAS las Partes interesadas y no
sólo de una o varias de las mismas.»

Ghana: Declaración en virtud de los artículos 21 y 22.

Declaración:

«De conformidad con los artículos 21 y 22 de la men-
cionada Convención, se declara asimismo que el Gobier-
no de la República de Ghana reconoce la competencia
del Comité contra la Tortura para examinar las quejas
presentadas por la República o contra la misma respecto
de otro Estado Parte que haya formulado una declaración
por la que reconozca la competencia del Comité, así
como de las personas sometidas a la jurisdicción de
la República que aleguen ser víctimas de cualquier vio-
lación de las disposiciones de la mencionada Convención
por la República.

Se declara asimismo que el Gobierno de la República
de Ghana interpreta que los artículos 21 y 22 otorgan
al mencionado Comité la competencia para recibir y exa-
minar quejas relativas a hechos ocurridos después de
que la mencionada Convención entrara en vigor para
Ghana, y no se aplicará a las decisiones, actos, omisiones
o hechos relativos a asuntos, sucesos, omisiones, hechos
o incidentes ocurridos antes de que Ghana fuera Parte.»

Segundo Protocolo facultativo del Pacto Internacional
de Derechos Civiles y Políticos destinado a abolir la
pena de muerte adoptado por la Asamblea General
de Naciones Unidas. Nueva York, 15 de diciembre
de 1989. «Boletín Oficial del Estado» de 10 de julio
de 1991.

Países Bajos. 17 de julio de 2000. Comunicación rela-
tiva a la reserva formulada por Azerbaiyán en el momento
de la Adhesión:

«El Gobierno del Reino de los Países Bajos ha exa-
minado la reserva formulada por el Gobierno de Azer-
baiyán en el momento de su adhesión al Segundo Pro-
tocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos, destinado a abolir la pena de muerte.

El Gobierno del Reino de los Países Bajos señala que,
de conformidad con el artículo 2 del Segundo Protocolo
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Facultativo, no es aceptable ninguna reserva que no sea
del tipo indicado en dicho artículo. La reserva formulada
por el Gobierno de Azerbaiyán no se ajusta a lo dispuesto
en el artículo 2 porque no limita la aplicación de la pena
de muerte a los delitos más graves de índole militar
cometidos en tiempo de guerra.

Por consiguiente, el Gobierno del Reino de los Países
Bajos fomula una objeción a la mencionada reserva del
Gobierno de Azerbaiyán.

Dicha objeción no impedirá la entrada en vigor del
Convenio entre el Reino de los Países Bajos y Azerbai-
yán.»

Azerbaiyán. 28 de septiembre de 2000. Modificación
de la reserva que formuló en el momento de su adhesión
el 22 de enero de 1999:

«Se prevé la aplicación de la pena de muerte
en tiempo de guerra tras la condena de una persona
por un delito de carácter militar de la máxima gra-
vedad cometido en tiempo de guerra.»

Convenio Constitutivo del Fondo para el Desarrollo de
los Pueblos Indígenas de América Latina y el Caribe.
Madrid, 24 de julio de 1992. «Boletín Oficial del Esta-
do» de 7 de marzo de 1995.

Guatemala. 28 de noviembre de 2000. Ratificación.

A.C DIPLOMÁTICOS Y CONSULARES.

Convenio sobre Privilegios e Inmunidades de los Orga-
nismos Especializados. Nueva York, 21 de noviembre
de 1947. «Boletín Oficial del Estado» de 25 de
noviembre de 1974.

Noruega. 22 de noviembre de 2000. Aplicación. En
virtud de la Sección 43 del artículo XI del Convenio,
Noruega se ha comprometido a aplicar las disposiciones
del mismo a los siguientes organismos especializados:

Organización Financiera Internacional.
Asociación Internacional del Desarrollo.
Organización Mundial de la Propiedad Intelectual.
Fondo Internacional para el Desarrollo Agrícola.
Organización de las Naciones Unidas para el Desarro-

llo Industrial.

Francia. 2 de agosto de 2000. Adhesión.

El Gobierno francés, en virtud de la Sección 43 del
artículo XI de la Convención, se ha comprometido a apli-
car las disposiciones de la misma a los siguientes orga-
nismos especializados:

Organización Internacional del Trabajo.
Organización de las Naciones Unidas para la Agri-

cultura y la Alimentación (segundo texto revisado del
anexo II).

Organización de Aviación Civil Internacional.
Organización de las Naciones Unidas para la Edu-

cación, la Ciencia y la Cultura.
Fondo Monetario Internacional.
Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento.
Organización Mundial de la Salud (tercer texto revi-

sado del anexo VII).
Unión Postal Universal.
Unión Internacional de Telecomunicaciones.
Organización Meteorológica Mundial.
Organización Marítima Internacional (texto revisado

del anexo XII).
Corporación Financiera Internacional.
Asociación Internacional de Desarrollo.
Organización Mundial de la Propiedad Intelectual.
Fondo Internacional de Desarrollo Agrícola.

Organización de las Naciones Unidas para el Desarro-
llo Industrial.

El instrumento contiene las reservas y la declaración
interpretativa siguientes:

«Únicamente se beneficiarán de los privilegios e inmu-
nidades previstos por la Convención los bienes, fondos
y haberes pertenecientes a los organismos, administra-
dos por los mismos y afectados a las funciones que
les son encomendadas por los acuerdos constitutivos
a los que se ha adherido Francia.

No se aplicarán los privilegios e inmunidades cuando
un funcionario de alguno de los organismos, que no esté
equiparado al personal diplomático con arreglo a la Con-
vención, cometa una infracción de tráfico o provoque
un accidente de tráfico.

Las disposiciones de la Sección 11 relativas a las
facilidades de comunicación no podrán aplicarse a los
organismos especializados.

Los funcionarios que trabajen en el extranjero y ten-
gan su domicilio en Francia estarán sujetos a las dis-
posiciones legales aplicables en Francia en materia de
entrada y residencia en el territorio nacional.

Los privilegios, inmunidades, exenciones y facilidades
concedidos al Director general de cada organismo por
referencia a los enviados diplomáticos no podrán hacerse
extensivos a otros funcionarios, a excepción de quien
actúe en su nombre en ausencia del mismo.

Los privilegios e inmunidades de los expertos en
misión ante los organismos especializados no podrán
ser más amplios que los concedidos a los funcionarios
de los organismos especializados.

Las disposiciones de la Sección 32 relativas a la Corte
Internacional de Justicia únicamente serán vinculantes
para Francia cuando haya fracasado un intento previo
de arreglo amistoso de la controversia.»

Declaración interpretativa:

«Cuando exista una discrepancia entre las disposi-
ciones de la presente Convención y las disposiciones
de los acuerdos particulares celebrados entre los orga-
nismos especializados y Francia, prevalecerán las dis-
posiciones de dichos acuerdos.»

Convenio de Viena sobre Relaciones Diplomáticas. Viena,
18 de abril de 1961. «Boletín Oficial del Estado» de
24 de enero de 1968.

Belize. 23 de noviembre de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 30 de diciembre de 2000.

Convenio de Viena sobre Relaciones Consulares. Viena,
24 de abril de 1963. «Boletín Oficial del Estado» de
6 de marzo de 1970.

Finlandia. 17 de marzo de 2000. Comunicación rela-
tiva a la reserva formulada por Qatar en el momento
de la adhesión:

El Gobierno finlandés ha examinado el texto de la
reserva formulada por el Gobierno de Qatar en relación
con el párrafo 3 del artículo 35 y con el párrafo 1 del
artículo 46 de la Convención de Viena sobre relaciones
consulares. El Gobierno finlandés observa que garantizar
la inviolabilidad de la correspondencia oficial entre el
Estado que envía y la oficina consular puede considerarse
uno de los principales fines de la Convención. Dado que
Qatar se reserva el derecho a abrir la valija consular
sin el consentimiento previo del Estado que envía, el
Gobierno finlandés considera que la reserva mencionada
al artículo 35 es manifiestamente contraria al objeto y
fin de la Convención.
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Según los términos de su reserva el párrafo 1 del
artículo 46, Qatar se reserva el derecho a someter a
los empleados administrativos de los consulados y a los
miembros de sus familias a las obligaciones vigentes
en Qatar en materia de inscripción de extranjeros y de
permiso de residencia. El párrafo 2 del artículo 46 con-
tiene una lista exhaustiva de las personas que no están
exentas de las obligaciones vigentes en materia de ins-
cripción de extranjeros y de permiso de residencia. Dado
que los empleados administrativos de los consulados
y los miembros de sus familias están incluidos en el
párrafo 1 del artículo 46 y no figuran en la lista contenida
en el párrafo 2 del mismo artículo, el Gobierno finlandés
considera que la reserva no se ajusta a lo dispuesto
en el artículo 46 ni al objeto y fin de la Convención.

Por consiguiente, el Gobierno finlandés formula una
objeción a la reserva realizada por el Gobierno de Qatar
a la mencionada Convención.

Esta objeción no impedirá la entrada en vigor de la
Convención entre Qatar y Finlandia. La Convención sur-
tirá efecto entre los dos Estados sin que Qatar pueda
beneficiarse de su reserva.

Países Bajos. 17 de julio de 2000. Comunicación rela-
tiva a la reserva formulada por Qatar en el momento
de la adhesión:

El Gobierno del Reino de los Países Bajos ha exa-
minado las reservas formuladas por el Gobierno de Qatar
en el momento de su adhesión a la Convención de Viena
sobre relaciones consulares.

El Gobierno del Reino de los Países Bajos realiza una
objeción a la reserva formulada por el Gobierno de Qatar
en relación con el párrafo 3 del artículo 35 de la men-
cionada Convención.

El Gobierno del Reino de los Países Bajos desea seña-
lar que la inviolabilidad de la valija diplomática constituye
un elemento importante de la Convención y que toda
reserva que tenga por objeto autorizar al Estado de resi-
dencia a abrir la valija diplomática sin la autorización
del Estado que envía es incompatible no sólo con el
tenor del párrafo 3 del artículo 31 de la Convención,
sino también con el derecho internacional consuetudi-
nario.

Además, el Gobierno del Reino de los Países Bajos
realiza una objeción a la reserva formulada por el Gobier-
no de Qatar en relación con el párrafo 1 del artículo
46 de la mencionada Convención.

El Gobierno del Reino de los Países Bajos observa
que el párrafo 2 del artículo 46 contiene una enume-
ración exhaustiva de las personas que no están exentas
de obligaciones en materia de inscripción de extranjeros
y de permiso de residencia. Habida cuenta de que los
empleados consulares que realizan funciones adminis-
trativas y los miembros de sus familias están incluidos
en el párrafo 1 del artículo 46 y no figuran en la enu-
meración mencionada, la reserva relativa al párrafo 1
del artículo 46 no se ajusta a lo dispuesto en el párrafo
2 del mismo artículo, como tampoco al objeto y fin de
la Convención.

El Gobierno del Reino de los Países Bajos realiza por
tanto una objeción a la reserva formulada por el Gobierno
de Qatar.

Estas objeciones no impedirán la entrada en vigor
de la Convención entre el Reino de los Países Bajos
y Qatar.

Convención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos
contra Personas Internacionalmente Protegidas inclu-
sive los Agentes Diplomáticos. Nueva York, 14 de
diciembre de 1973. «Boletín Oficial del Estado» de
7 de febrero de 1986.

Botswana. 25 de octubre de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 24 de noviembre de 2000.

Jamahiriya Árabe Libia. 25 de septiembre de 2000.
Adhesión, entrada en vigor 25 de septiembre de 2000.

San Vicente y Granadinas. 12 de septiembre de 2000.
Adhesión, entrada en vigor 12 de octubre de 2000 con
la siguiente declaración:

«... San Vicente y las Granadinas se acoge a lo dis-
puesto en el párrafo 2 del artículo 13 de la mencionada
Convención y declara que no se considera vinculada por
lo dispuesto en el párrafo 1 de dicho artículo, en virtud
del cual cualquier controversia entre dos o más Estados
Partes relativa a la interpretación o aplicación de la pre-
sente Convención se someterá, a petición de uno de
ellos, a arbitraje o a la Corte Internacional de Justicia,
y declara que para la sumisión de la controversia a arbi-
traje o a la Corte Internacional de Justicia se requerirá
en cada caso el consentimiento de todas las partes en
la controversia.»

B. MILITARES

B.A DEFENSA.

Acuerdo sobre el Estatuto de las Misiones y los Repre-
sentantes de Terceros Estados ante la Organización
del Tratado del Atlántico Norte. Bruselas, 14 de sep-
tiembre de 1994. «Boletín Oficial del Estado» número
107, de 5 de mayo de 1997.

Hungría. 30 de mayo de 2000. Ratificación.
Portugal. 26 de junio de 2000. Ratificación.

Acuerdo de Seguridad de la Unión Europea Occidental
(UEO). Bruselas, 28 de marzo de 1995. «Boletín Ofi-
cial del Estado» número 60, de 11 de marzo de 1997.

Bélgica. 7 de septiembre de 2000. Ratificación, entra-
da en vigor 7 de octubre de 2000.

B.B GUERRA.

B.C ARMAS Y DESARME.

Convención sobre prohibiciones o restricciones del
empleo de ciertas armas Convencionales que puedan
considerarse excesivamente nocivas o de efectos
indiscriminados (y Protocolos I, II y III). Ginebra, 10
de octubre de 1980. «Boletín Oficial del Estado» de
14 de abril de 1994.

Bangladesh. 6 de septiembre de 2000. Adhesión,
entrada en vigor 6 de marzo de 2001.

En el momento de la adhesión Bangladesh notificó
su consentimiento a los Protocolos I, II y III Anejos a
la Convención.

Lesotho. 6 de septiembre de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 6 de marzo de 2001.

En el momento de la adhesión Lesotho notificó su
consentimiento a los Protocolos I, II y III Anejos a la
Convención.

Maldivas. 7 de septiembre de 2000. Adhesión, entra-
da en vigor 7 de marzo de 2001.

En el momento de la adhesión Maldivas notificó su
consentimiento a los Protocolos I y III Anejos a la Con-
vención.

República Moldova. 8 de septiembre de 2000. Adhe-
sión, entrada en vigor 8 de marzo de 2001.
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En el momento de la adhesión la República Moldova
notificó su consentimiento a los Protocolos I, II y III Anejos
a la Convención.

Nicaragua. 5 de diciembre de 2000. Ratificación,
entrada en vigor 5 de junio de 2001.

En el momento de la adhesión Nicaragua notificó su
consentimiento a los Protocolos I y III Anejos a la Con-
vención.

Convención sobre la prohibición del desarrollo, la pro-
ducción, el almacenamiento y el empleo de armas
químicas sobre su destrucción. París, 13 de enero
de 1993. «Boletín Oficial del Estado» de 13 de diciem-
bre de 1996.

Mozambique. 15 de agosto de 2000. Adhesión, entra-
da en vigor 14 de septiembre de 2000.

Gabón. 8 de septiembre de 2000. Ratificación, entra-
da en vigor 8 de octubre de 2000.

Kiribati. 7 de septiembre de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 7 de octubre de 2000.

Jamaica. 8 de septiembre de 2000. Ratificación,
entrada en vigor 8 de octubre de 2000.

Emiratos Árabes Unidos. 28 de noviembre de 2000.
Ratificación, entrada en vigor 28 de diciembre de 2000.

Protocolo Adicional a la Convención sobre prohibiciones
o restricciones del empleo de ciertas armas conven-
cionales que puedan considerarse excesivamente
nocivas o de efectos indiscriminados. Viena, 13 de
octubre de 1995. «Boletín Oficial del Estado» número
114, de 13 de mayo de 1998.

Bangladesh. 6 de septiembre de 2000. Aceptación,
entrada en vigor 6 de marzo de 2001.

Bielorrusia. 13 de septiembre de 2000. Aceptación,
entrada en vigor 13 de marzo de 2001.

Maldivas. 7 de septiembre de 2000. Aceptación,
entrada en vigor 7 de marzo de 2001.

Pakistán. 5 de diciembre de 2000. Aceptación, entra-
da en vigor 5 de junio de 2001.

República Moldova. 8 de septiembre de 2000. Acep-
tación, entrada en vigor 8 de marzo de 2001.

Nicaragua. 5 de diciembre de 2000. Aceptación,
entrada en vigor 5 de junio de 2001.

Protocolo sobre prohibiciones o restricciones del empleo
de mina, armas trampa y otros artefactos según fue
enmendado el 3 de mayo de 1996 (Protocolo II según
fue enmendado el 3 de mayo de 1996), anexo a
la Convención sobre prohibiciones o restricciones del
empleo de ciertas armas convencionales que puedan
considerarse excesivamente nocivas o de efectos
indiscriminados. Ginebra, 3 de mayo de 1996. «Bo-
letín Oficial del Estado» número 269, de 10 de
noviembre de 1998.

Bangladesh. 6 de septiembre de 2000. Aceptación,
entrada en vigor 6 de marzo de 2001.

Bosnia-Herzegovina. 7 de septiembre de 2000. Rati-
ficación, entrada en vigor 7 de marzo de 2001.

Maldivas. 7 de septiembre de 2000. Aceptación,
entrada en vigor 7 de marzo de 2001.

República Moldova. 8 de septiembre de 2000. Acep-
tación, entrada en vigor 8 de marzo de 2001.

Nicaragua. 5 de diciembre de 2000. Aceptación,
entrada en vigor 5 de junio de 2001.

Jordania. 6 de septiembre de 2000. Aceptación,
entrada en vigor 6 de marzo de 2001.

Ecuador. 14 de agosto de 2000. Aceptación, entrada
en vigor 14 de febrero de 2001.

Convenio sobre la prohibición del empleo, almacena-
miento, producción y transferencia de minas antiper-
sonal y su destrucción. Oslo, 18 de septiembre de
1997. «Boletín Oficial del Estado» número 62, de 13
de marzo de 1999.

Bangladesh. 6 de septiembre de 2000. Ratificación,
entrada en vigor 1 de marzo de 2001.

Maldivas. 7 de septiembre de 2000. Ratificación,
entrada en vigor 1 de marzo de 2001.

Colombia. 6 de septiembre de 2000. Ratificación,
entrada en vigor 1 de marzo de 2001.

Chana. 30 de junio de 2000. Ratificación, entrada
en vigor 1 de diciembre de 2000.

República Dominicana. 30 de junio de 2000. Rati-
ficación, entrada en vigor 1 de diciembre de 2000.

Mauritania. 21 de julio de 2000. Ratificación, entrada
en vigor 1 de enero de 2001.

Nauru. 7 de agosto de 2000. Adhesión, entrada en
vigor 1 de febrero de 2001.

Kiribati. 7 de septiembre de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 1 de marzo de 2001.

República Moldova. 8 de septiembre de 2000. Rati-
ficación, entrada en vigor 1 de marzo de 2001.

Rumanía. 30 de noviembre de 2000. Ratificación,
entrada en vigor 1 de mayo de 2001.

Gabón. 8 de septiembre de 2000. Ratificación, entra-
da en vigor 1 de marzo de 2001.

B.D DERECHO HUMANITARIO.

Convenio para mejorar la suerte de los Heridos, Enfermos
y Náufragos de las Fuerzas Armadas en el Mar. Gine-
bra, 12 de agosto de 1949. «Boletín Oficial del Esta-
do» de 26 de agosto de 1952.

Eritrea. 14 de agosto de 2000. Adhesión.

Convenio para mejorar la suerte de los Heridos y Enfer-
mos de las Fuerzas Armadas en Campaña. Ginebra,
12 de agosto de 1949. «Boletín Oficial del Estado»
de 23 de agosto de 1952.

Eritrea. 14 de agosto de 2000. Adhesión.

Convenio relativo a la Protección de Personas Civiles
en Tiempo de Guerra. Ginebra, 12 de agosto de 1949.
«Boletín Oficial del Estado» de 2 de septiembre de
1952.

Eritrea. 14 de agosto de 2000. Adhesión.

Convenio relativo al Trato de los Prisioneros de Guerra.
Ginebra, 12 de agosto de 1949. «Boletín Oficial del
Estado» de 5 de septiembre de 1952 y 31 de julio
de 1979.

Eritrea. 14 de agosto de 2000. Adhesión.

C. CULTURALES Y CIENTÍFICOS

C.A CULTURALES.

Convenio para la Protección de los Bienes Culturales
en Caso de Conflicto Armado. La Haya, 14 de mayo
de 1954. «Boletín Oficial del Estado» de 24 de
noviembre de 1960.

Portugal. 4 de agosto de 2000. Ratificación, entrada
en vigor 4 de noviembre de 2000.
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Estatuto del Centro Internacional de Estudio de los Pro-
blemas Técnicos de la Conservación y Restauración
de los Bienes Culturales (ICCROM). París, 27 de abril
de 1957. «Boletín Oficial del Estado» de 4 de julio
de 1958.

Bosnia-Herzegovina. 19 de junio de 2000. Adhesión,
entrada en vigor 19 de julio de 2000.

China. 15 de mayo de 2000. Adhesión, entrada en
vigor 14 de junio de 2000.

Convención relativa a la Lucha Contra las Discrimina-
ciones en la Esfera de la Enseñanza Adoptada el 14
de diciembre de 1960 por la Conferencia General
de las Naciones Unidas. «Boletín Oficial del Estado»
de 1 de noviembre de 1969.

China. 21 de octubre de 1999. Notificación relativa
a Macao:

De acuerdo con la Declaración Conjunta del Gobierno
de la República Popular de China y el Gobierno de la
República de Portugal sobre la cuestión de Macao (en
adelante denominada Declaración Conjunta), que fue fir-
mada el 13 de abril de 1987, el Gobierno de la República
Popular de China asumirá el objetivo de la soberanía
en Macao con efecto a partir del 20 de diciembre de
1999. Desde esa fecha, Macao pasará a ser una Región
Administrativa Especial de la República Popular de China
y gozará de un alto grado de autonomía, excepto en
lo concerniente a las relaciones exteriores y la defensa,
que son de la incumbencia del Gobierno Central de la
República Popular de China.

En virtud de la Sección VIII de la Elaboración por
el Gobierno de la República Popular de China de sus
Políticas Fundamentales respecto de Macao, que figuran
en el Anexo I a la Declaración Conjunta, y del Artículo
138 de la Ley Fundamental de la Región Administrativa
Especial de Macao de la República Popular de China,
aprobada el 31 de marzo de 1993 por el Congreso Popu-
lar Nacional de la República Popular de China, los acuer-
dos internacionales en los que la República Popular China
aún no es parte pero que se aplican en Macao con-
tinuarán aplicándose en la Región Administrativa Espe-
cial de Macao.

De acuerdo con lo dispuesto más arriba, he recibido
encargo del Ministerio de Relaciones Exteriores de la
República Popular de China de informar a su Excelencia
de lo siguiente:

La Convención relativa a la Lucha contra las Discri-
minaciones en la Esfera de la Enseñanza, aprobada en
París el 14 de diciembre de 1960 (denominada la “Con-
vención” en lo sucesivo), que se aplica actualmente en
Macao, seguirá aplicándose en la Región Administrativa
Especial de Macao con efectos a partir del 20 de diciem-
bre de 1999.

En referencia a lo anterior, el Gobierno de la República
Popular de China asumirá la responsabilidad de los dere-
chos y obligaciones internacionales que se derivan para
las Partes en la Convención.

Sudáfrica. 9 de marzo de 2000. Ratificación, entrada
en vigor 9 de junio de 2000.

Protocolo para instituir una Comisión de Conciliación y
Buenos Oficios facultada para resolver las controver-
sias a que pueda dar lugar la Convención Relativa
a la Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera
de la Enseñanza. París, 18 de diciembre de 1962.
«Boletín Oficial del Estado» de 12 de agosto de 1992.

Sudáfrica. 9 de marzo de 2000. Ratificación, entrada
en vigor 9 de junio de 2000.

Convención sobre la Protección del Patrimonio Mundial,
Cultural y Natural. París, 16 de noviembre de 1972.
«Boletín Oficial del Estado» de 1 de julio de 1982.

Namibia. 6 de abril de 2000. Aceptación, entrada
en vigor 6 de julio de 2000.

C.B CIENTÍFICOS.

C.C PROPIEDAD INDUSTRIAL E INTELECTUAL.

Convenio de Berna para la Protección de las Obras Lite-
raria y Artísticas. 9 de septiembre de 1886 (revisado
en París el 24 de julio de 1971) y modificado el 28
de septiembre de 1979. «Gaceta de Madrid» de 18
de marzo de 1888. «Boletín Oficial del Estado» de
4 de abril de 1974 y 30 de octubre de 1974.

Armenia. 19 de julio de 2000. Adhesión, entrada en
vigor 19 de octubre de 2000.

Sudán. 28 de septiembre de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 28 de diciembre de 2000.

Arreglo de Madrid relativo a la Represión de las Indi-
caciones de Procedencias Falsas y Engañosas de los
Productos de 14 de abril de 1891, revisado en Was-
hington el 2 de junio de 1911, en La Haya el 6 de
noviembre de 1925, en Londres el 2 de junio de
1934 y en Lisboa el 31 de octubre de 1958. «Boletín
Oficial del Estado» de 29 de enero de 1974.

República Federal de Yugoslavia. 18 de febrero de
2000. Adhesión, entrada en vigor 18 de mayo de 2000.

Croacia.
Antigua República Yugoslava de Macedonia.
Eslovenia. 19 de mayo de 2000. Notificación relativa

a la adhesión de la República Federal de Yugoslavia:

Tenemos el honor de presentarle, en su condición
de depositario de tratados multilaterales, la postura
común de nuestros gobiernos con respecto a la adhesión
de la República Federal de Yugoslavia (Serbia y Mon-
tenegro) al Arreglo de Madrid relativo a la represión de
las indicaciones de procedencia falsas o engañosas de
14 de abril de 1891, revisado en Lisboa el 31 de octubre
de 1958, y a su Acta Adicional de Estocolmo de 14
de julio de 1967 (notificación número 26, de 18 de
febrero de 2000), así como al Tratado de Nairobi relativo
a la protección del símbolo olímpico de 26 de septiembre
de 1981 (notificación número 45, de 18 de febrero de
2000).

La República de Croacia, la República de Macedonia
y la República de Eslovenia se oponen firmemente a
la adhesión de la República Federal de Yugoslavia (Serbia
y Montenegro) al Arreglo y al Tratado mencionados.

En virtud de los artículos pertinentes del Arreglo de
Madrid, únicamente un país miembro de la Unión de
París para la Protección de la Propiedad Industrial podrá
adherirse al Arreglo de Madrid.

En cuanto al Tratado de Nairobi, únicamente un país
miembro de la Organización de la Propiedad Intelectual,
de la Unión Internacional (París) para la Protección de
la Propiedad Industrial, o un miembro de la ONU o de
una de las instituciones especializadas de Naciones Uni-
das puede llegar a ser parte en el Tratado.

La República Federal de Yusgoslavia (Serbia y Mon-
tenegro) no reúne ninguna de las condiciones exigidas
para llegar a ser Parte en el Arreglo de Madrid o en
el Tratado de Nairobi.

Como uno de los cinco Estados sucesores de la anti-
gua República Socialista Federativa de Yugoslavia
(RSFY), la República Federal de Yugoslavia (Serbia y Mon-
tenegro) nunca se ha ajustado al procedimiento esta-
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blecido para llegar a ser miembro de las organizaciones
o instituciones mencionadas o Parte Contratante en el
Convenio de París como lo hicieron los demás Estados
sucesores.

Desearíamos recordarle que la comunidad interna-
cional ya ha tomado su postura por lo que se refiere
a la personalidad jurídica internacional de la República
Federal de Yugoslavia como se ha expresado en las reso-
luciones pertinentes de las Naciones Unidas, a saber:
las Resoluciones 777 (1992), 757 (1992), 821 (1993)
y 1022 (1995) del Consejo de Seguridad de la ONU;
la Resolución 47/1 (1992) de la Asamblea General de
las Naciones Unidas, y los Dictámenes números 8 a 10
de la Comisión de Arbitraje ONU/CE, así como la Reso-
lución relativa al estatuto de Yugoslavia en el Convenio
de Ramsar adoptada durante la séptima reunión de la
conferencia de las Partes Contratantes en el Convenio
de Ramsar relativo a las zonas húmedas (Ramsar, Repú-
blica Islámica de Irán, 1971) que se celebró en San José
del 11 al 18 de mayo de 1999.

Según las resoluciones y dictámenes mencionados,
el Estado antiguamente conocido con el nombre de
República Socialista Federativa de Yugoslavia (RSFY), ha
dejado de existir, la República Federal de Yugoslavia (Ser-
bia y Montenegro) es un nuevo Estado, uno de los Esta-
dos sucesores iguales de la antigua República Socialista
Federativa de Yugoslavia, y ninguno de esos Estados
puede asumir automáticamente de la continuación de
la condición de miembro que se había conferido al anti-
guo Estado ni reivindicar los derechos de que gozaba
antiguamente la República Socialista Federativa de
Yugoslavia.

En consecuencia, dado que no se reúnen las con-
diciones fundamentales relativas a la adhesión de la
República Federal de Yugoslavia (Serbia y Montenegro)
al Arreglo de Madrid relativo a la represión de las indi-
caciones de procedencia falsas o engañosas, revisado
en Lisboa y al Acta Adicional de Estocolmo así como
al Tratado de Nairobi relativo a la protección del símbolo
olímpico, la República de Croacia, la República de Mace-
donia y la República de Eslovenia consideran nulos y
sin efectos sus instrumentos de adhesión.

Portugal. 20 de junio de 2000. Notificación relativa
a la adhesión de la República Federal de Yugoslavia:

La Misión Permanente de Portugal saluda al Director
general de la Organización Mundial de la Propiedad Inte-
lectual y tiene el honor de comunicarle, en nombre de
los Estados miembros de la Unión Europea, las siguientes
observaciones, relativas a la situación de la República
Federal de Yugoslavia con respecto a la Organización
Mundial de la Propiedad Intelectual y a las uniones y
tratados administrados por la mencionada Organización:

Teniendo en cuenta las Resoluciones 757 (1992) y
777 (1992) del Consejo de Seguridad de la Organización
de las Naciones Unidas, y la Resolución 47/1 (1992)
de la Asamblea General de la Organización de las Nacio-
nes Unidas, la Unión Europea reitera que la República
Federal de Yugoslavia (Serbia y Montenegro) no puede
asumir automáticamente, en lugar de la República Fede-
rativa Socialista de Yugoslavia, la continuidad de la con-
dición de miembro en el seno de las organizaciones inter-
nacionales, incluida la condición de miembro de la Orga-
nización Mundial de la Propiedad Intelectual y de las
distintas uniones administradas por ésta. La República
Federal de Yugoslavia (Serbia y Montenegro) sólo es
uno de los distintos Estados sucesores iguales.

En ausencia de depósito del instrumento de adhesión
o de una notificación de sucesión por lo que se refiere
a los instrumentos constitutivos de la Organización Mun-
dial de la Propiedad Intelectual y a las distintas uniones
administradas por ésta, de la que era miembro de la

República Federativa Socialista de Yugoslavia, los Esta-
dos miembros de la Unión Europea no consideran miem-
bro de esas organizaciones a la República Federal de
Yugoslavia (Serbia y Montenegro).

Los Estados miembros de la Unión Europea han toma-
do nota de que, según las notificaciones del Director
general de la Organización Mundial de la Propiedad Inte-
lectual, la República Federal de Yugoslavia (Serbia y Mon-
tenegro) depositó su instrumento de adhesión a los
siguientes tratados, en los que no todos los Estados
miembros de la Unión Europea son partes:

El Arreglo de Madrid, relativo a la represión de las
indicaciones de procedencia falsas o engañosas (1891),
revisado en Washington (1911), La Haya (1925), Lon-
dres (1934) y Lisboa (1958), completado por el Acta
Adicional de Estocolmo (1967).

El Tratado de Nairobi, relativo a la protección del sím-
bolo olímpico (1981).

Los Estados miembros de la Unión Europea opinan
que la República Federal de Yugoslavia (Serbia y Mon-
tenegro) no puede adherirse a los tratados anteriormente
mencionados, dado que la adhesión sólo está abierta
a los miembros de la Unión de París para la Protección
de la Propiedad Industrial, creada en 1883 (por lo que
se refiere al Arreglo de Madrid) o a los miembros de
la Unión de París para la Protección de la Propiedad
Industrial creada en 1983, de la Organización Mundial
de la Propiedad Intelectual, de la Organización de las
Naciones Unidas o de una de sus instituciones espe-
cializadas (por lo que se refiere al Tratado de Nairobi).
Según lo Estados miembros de la Unión Europea, la
República Federal de Yugoslavia (Serbia y Montenegro)
no es miembro de la Unión de París. En consecuencia,
la República Federal de Yugoslavia (Serbia y Montene-
gro) no puede adherirse legítimamente a esos tratados
y no debe ser pues considera Parte en ellos.

República Federal de Yugoslavia. 21 de junio de
2000. Notificación:

«La Misión Permanente de la República Federal de
Yugoslavia ante las Naciones Unidas en Ginebra saluda
a la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual
y, con referencia a la carta común de fecha 5 de junio
de 2000 de la Misión Permanente de la República de
Croacia, de la Misión Permanente de la ex República
Yugoslava de Macedonia y de la Misión Permanente de
la República de Eslovenia por la que rechazan a la vez
la adhesión de la República Federal de Yugoslavia al
Arreglo de Madrid relativo a la represión de las indi-
caciones de procedencia falsas o engañosas de 14 de
abril de 1891, revisado en Lisboa el 31 de octubre de
1958, así como al Acta Adicional de Estocolmo de 14
de julio de 1967 y al Tratado de Nairobi relativo a la
protección del símbolo olímpico de 16 de septiembre
de 1981, tiene el honor de comunicar las siguientes
observaciones:

En su carta común, la Misión Permanente de la Repú-
blica de Croacia, la Misión Permanente de la ex República
Yugoslava de Macedonia y la Misión Permanente de la
República de Eslovenia rechazan la condición de Estado
Parte de la República Federal de Yugoslavia en el Con-
venio de París para la Protección de la Propiedad Inte-
lectual de 1883 revisado, así como su condición de
miembro de la Organización Mundial de la Propiedad
Intelectual y la Organización de las Naciones Unidas,
condición previa para la adhesión al Arreglo de Madrid
y al Tratado de Nairobi.

El 25 de enero de 1973, la República Federativa
Socialista de Yugoslavia se adhirió al Convenio de París
para la Protección de la Propiedad Intelectual de 1883,
revisado en Bruselas en 1900, en Washington en 1911,
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en La Haya en 1925, en Londres en 1934, en Lisboa
en 1958 y en Estocolmo en 1967. En virtud del texto
del Convenio de París, no existe ninguna posibilidad de
que un Estado Parte en el Convenio impugne o anule
la condición de Estado Parte de otro.

La República Federal de Yugoslavia confirmó en su
Constitución que garantizaba la continuidad de la Repú-
blica Federativa Socialista de Yugoslavia y que conserva
en consecuencia todos los derechos y obligaciones inter-
nacionales de esta última.

Por lo que se refiere a los argumentos desarrollados
en la carta común de la Misión Permanente de la Repú-
blica de Croacia, de la Misión Permanente de la ex Repú-
blica Yugoslava de Macedonia y de la Misión Permanente
de la República de Eslovenia, según los cuales la Repú-
blica Federal de Yugoslavia es uno de los Estados suce-
sores de la antigua República Federativa Socialista de
Yugoslavia, conviene recordar la diferencia sustancial
que existe entre continuidad y sucesión. Se entiende
por continuidad una duración ininterrumpida de los dere-
chos y obligaciones internacionales de los sujetos de
derecho internacional, mientras que se entiende por
sucesión la regularización de las consecuencias jurídicas
internacionales de un cambio de soberanía en una parte
del territorio. La República Federal de Yugoslavia nunca
declaró ser el único Estado sucesor de la ex República
Federal de Yugoslavia. Por otra parte, no se considera
en absoluto un Estado sucesor.

La continuidad del Estado de la República Federal
de Yugoslavia ha sido confirmada asimismo por las anti-
guas repúblicas yugoslavas en el Acuerdo sobre nor-
malización de las relaciones entre la República Federal
de Yugoslavia y la República de Croacia de 23 de agosto
de 1996, y en el Acuerdo sobre regularización de las
relaciones y promoción de la cooperación entre la Repú-
blica Federal de Yugoslavia y la República Federal de
Macedonia de fecha 8 de abril de 1996.

La Asamblea General de Naciones Unidas y el ECO-
SOC adoptaron las Resoluciones 47/1 y 47/229, rela-
tivas al estatuto de la República Federal de Yugoslavia
en la Organización de Naciones Unidas. No obstante,
esas Resoluciones no han negado de ninguna manera
la condición de miembro de la República Federal de
Yugoslavia la Organización de Naciones Unidas ni tam-
poco han puesto fin a esa condición, lo que ha sido
confirmado por otra parte en la interpretación oficial
dada por el asesor jurídico de la Organización de Nacio-
nes Unidas, señor Fleischauer, a propósito de la Reso-
lución 47/1.

Teniendo en cuenta todas las consideraciones pre-
cedentes, está claro que las afirmaciones que figuran
en la carta común de la Misión Permanente de la Repú-
blica de Croacia, de la Misión Permanente de la ex Repú-
blica Yugoslava de Macedonia y de la Misión Permanente
de la República de Eslovenia obedecen a motivos alta-
mente políticos y no están fundadas en ningún modo
en derecho.

Arreglo de Locarno que establece una Clasificación Inter-
nacional de Dibujos y Modelos Industriales. Locarno,
8 de octubre de 1968. «Boletín Oficial del Estado»
de 16 de noviembre de 1973.

Mexico. 26 de octubre de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 26 de enero de 2001.

Acuerdo de Estrasburgo relativo a la Clasificación Inter-
nacional de Patentes. Estrasburgo, 24 de marzo de
1971, modificado el 28 de septiembre de 1979. «Bo-
letín Oficial del Estado» de 1 de enero de 1976.

Mexico. 26 de octubre de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 26 de enero de 2001.

Convenio sobre Concesión de Patentes Europeas.
Munich, 5 de octubre de 1973. «Boletín Oficial del
Estado» de 30 de septiembre de 1986.

Turquía. 16 de agosto de 2000. Adhesión.
Chipre. 1 de abril de 1998. Adhesión.

Estatutos del Centro Internacional de Registro de las
Publicaciones en Serie (ISDS). 14 de noviembre de
1974. «Boletín Oficial del Estado» de 20 de junio
de 1979.

Benin. 14 de febrero de 2000. Adhesión.
Túnez. 17 de mayo de 2000. Adhesión.
Islandia. 6 de septiembre de 1999. Adhesión.

Arreglo de Niza relativo a la Clasificación Internacional
de Productos y Servicios para Fines de Registro de
Marcas de 15 de junio de 1957, revisado en Esto-
colmo el 14 de julio de 1967 y en Ginebra el 13
de mayo de 1977, y modificado el 28 de septiembre
de 1979. Ginebra, 13 de mayo de 1977. «Boletín
Oficial del Estado» de 16 de marzo de 1979.

Ucrania. 29 de septiembre de 2000. Adhesión, entra-
da en vigor 29 de diciembre de 2000.

Protocolo Concerniente al Arreglo de Madrid relativo al
Registro Internacional de Marcas, adoptado en
Madrid el 27 de junio de 1989. «Boletín Oficial del
Estado» de 18 de noviembre de 1995.

Armenia. 19 de julio de 2000. Adhesión, entrada en
vigor 19 de octubre de 2000.

Turquía. 8 de agosto de 2000. Declaración de con-
formidad con el artículo 5.2.b) del Protocolo de Madrid
(1989), el plazo de un año previsto en el artículo 5.2.a)
para el ejercicio del derecho de notificar una denegación
de protección será reemplazado por dieciocho meses.

Ucrania. 29 de septiembre de 2000. Adhesión, entra-
da en vigor 29 de diciembre de 2000, con la siguiente
declaración:

De conformidad con el artículo 5.2.b) del Protocolo
de Madrid (1989), el plazo de un año previsto en el
artículo 5.2.a) para el ejercicio del derecho de notificar
una denegación de protección será reemplazado por die-
ciocho meses y que, de conformidad con el artículo 5.2.c)
del Protocolo, cuando una denegación de protección
puede resultar de una oposición a la concesión de la
protección, esa denegación podrá ser notificada después
del vencimiento del plazo de dieciocho meses.

Singapur. 31 de julio de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 31 de octubre de 2000, con la siguiente decla-
ración:

De conformidad con el artículo 5.2.d) del Protocolo
de Madrid (1989), la declaración de que, con arreglo
a lo dispuesto en el artículo 5.2.b) del mencionado Pro-
tocolo, el plazo de un año previsto en el artículo 5.2.a)
del Protocolo para el ejercicio del derecho de notificar
la denegación de protección será reemplazado por un
plazo de dieciocho meses y que, de conformidad con
el artículo 5.2.c) del Protocolo, cuando una denegación
de la protección pueda resultar de una oposición a la
concesión de la protección, esa denegación podrá ser
notificada después del vencimiento del plazo de diecio-
cho meses.

De conformidad con el artículo 8.7.a) del Protocolo
de Madrid (1989), la declaración de que la República
de Singapur, respecto de cada registro internacional en
el que sea mencionada en virtud del artículo 3 ter del
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mencionado Protocolo, así como respecto de la reno-
vación de tal registro internacional, desea recibir, en lugar
de una parte de los ingresos procedentes de las tasas
suplementarias y de los complementos de tasas, una
tasa individual.

C.D VARIOS.

D. SOCIALES

D.A SALUD.

Convenio Único sobre Estupefacientes. Nueva York, 30
de marzo de 1961. «Boletín Oficial del Estado» de
22 de abril de 1966, 26 de abril de 1967, 8 de
noviembre de 1967, 27 de febrero de 1975.

San Marino. 10 de octubre de 2000. Adhesión, entra-
da en vigor 9 de noviembre de 2000.

Convención sobre Sustancias Sicotrópicas. Viena, 21 de
febrero de 1971. «Boletín Oficial del Estado» de 10
de septiembre de 1976.

Maldivias. 7 de septiembre de 2000. Adhesión, entra-
da en vigor 6 de diciembre de 2000.

San Marino. 10 de octubre de 2000. Adhesión, entra-
da en vigor 8 de enero de 2001.

Kenya. 18 de octubre de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 16 de enero de 2001.

Irán. 9 de agosto de 2000. Ratificación, entrada en
vigor 7 de noviembre de 2000, con la siguiente reserva:

«De conformidad con el párrafo 2 del artículo 32
de la Convención, el Gobierno de la República Islámica
de Irán se reserva su postura respecto del artículo 31
y no se considera vinculado por lo dispuesto en el mis-
mo.»

Protocolo enmendando el Convenio Único sobre Estu-
pefacientes 1961. Ginebra, 25 de marzo de 1972.
«Boletín Oficial del Estado» de 15 de febrero de 1977.

San Marino. 10 de octubre de 2000. Adhesión, entra-
da en vigor 9 de noviembre de 2000.

Acuerdo sobre el traslado de cadáveres. Estrasburgo,
26 de octubre de 1973. «Boletín Oficial del Estado»
de 3 de mayo de 1972.

Francia. 9 de mayo de 2000. Ratificación, entrada
en vigor 10 de junio de 2000, con la siguiente decla-
ración:

Declaración en aplicación del artículo 8 del Acuerdo
sobre el traslado de cadáveres.

La autoridad francesa competente para la expedición
de los salvoconductos mortuarios mencionados en el
párrafo 1 del artículo 3 y el artículo 5 del Acuerdo será
el prefecto en su condición de representante del Estado
en cada departamento. La autoridad francesa compe-
tente para determinar las características de los ataúdes
de conformidad con los párrafos 1 y 3 del artículo 6
del Acuerdo, será el Ministerio encargado de la Sanidad,
previo dictamen del Consejo Superior de Higiene Pública.

Convención Única de 1961 sobre Estupefacientes,
enmendada por el Protocolo de Modificación de la
Convención Única de 1961 sobre Estupefacientes.
Nueva York, 8 de agosto de 1975. «Boletín Oficial
del Estado» de 4 de noviembre de 1981.

Maldivias. 7 de septiembre de 2000. Adhesión, entra-
da en vigor 7 de octubre de 2000.

San Marino. 10 de octubre de 2000. Participación
por haber ratificado el Protocolo de 25 de marzo
de 1972.

Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico
Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas.
Viena, 20 de diciembre de 1998. «Boletín Oficial del
Estado» de 10 de noviembre de 1990.

Maldivas. 7 de septiembre de 2000. Ratificación,
entrada en vigor 6 de diciembre.

D.B TRÁFICO DE PERSONAS.

Convención Internacional contra la Toma de Rehenes.
Nueva York, 17 de diciembre de 1979. «Boletín Oficial
del Estado» de 7 de julio de 1984.

San Vicente y Granadinas. 12 de septiembre de 2000.
Adhesión, entrada en vigor 12 de octubre de 2000.

Botswana. 8 de septiembre de 2000. Adhesión, entra-
da en vigor 8 de octubre de 2000.

Pakistán. 8 de septiembre de 2000. Adhesión, entra-
da en vigor 8 de octubre de 2000.

Sri Lanka. 8 de septiembre de 2000. Adhesión, entra-
da en vigor 8 de octubre de 2000.

Jamarihiya Árabe Libia. 25 de septiembre de 2000.
Adhesión, entrada en vigor 25 de octubre de 2000.

Francia. 9 de junio de 2000. Adhesión, entrada en
vigor 9 de julio de 2000, con las siguientes declara-
ciones:

«1. Francia considera que la toma de rehenes está
prohibida en cualquiera circunstancia.

2. Por lo que respecta a la aplicación del artícu-
lo 6, Francia, de conformidad con los principios de su
procedimiento penal, no tiene la intención de proceder
a la detención del presunto autor de un delito ni de
adoptar ninguna otra medida coercitiva antes de iniciar
un procedimiento penal, salvo en el caso de que se soli-
cite la detención provisional.

3. Por lo que respecta a la aplicación del artículo
9, no se concederá la extradición si la persona reclamada
tenía la nacionalidad francesa en el momento en que
se cometieron los hechos o, tratándose de una persona
de nacionalidad extranjera, si la infracción está castigada
con la pena capital en la legislación del Estado requirente,
salvo que dicho Estado ofrezca garantías suficientes de
que no se aplicará la pena capital o de que, aunque
se imponga dicha pena, no se ejecutará.»

D.C TURISMO.

D.D MEDIO AMBIENTE.

Convenio relativo a Humedales de Importancia Interna-
cional, Especialmente como Hábitat de Aves Acuá-
ticas. Ramsar, 2 de febrero de 1971. «Boletín Oficial
del Estado» de 20 de agosto de 1982.

Tanzania. 13 de abril de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 13 de agosto de 2000.

De conformidad con el artículo 2 del Convenio, Tan-
zania designó para que figurara en la lista de zonas húme-
das el siguiente humedal «Malagarasi Muyovozi».

Hamahiriya Arabe Libia. 5 de abril de 2000. Adhesión,
entrada en vigor 5 de agosto de 2000.



4088 Viernes 2 febrero 2001 BOE núm. 29

De conformidad con el artículo 2 del Convenio de
Libia designó para que figuraran en la lista de zonas
húmedas los siguientes humedales:

«1. Ain Elzarga, situada 22o 21’ Este y 32o 47’
Norte.

2. Ain Ekshakika, situada 21o 21’ Este y 32o 46’
Norte.»

República Moldova. 20 de junio de 2000. Adhesión
entrada en vigor 20 de octubre de 2000-12-14.

De conformidad con el artículo 2 del Convenio la
República Moldova designó para que figurara en la lista
de zonas húmedas el siguiente humedal «Lower Prut
Lakes».

Convenio sobre la Conservación de los Recursos Vivos
Marinos Antárticos. Camberra, 20 de mayo de 1980.
«Boletín Oficial del Estado» número 125, de 25 de
mayo de 1985.

Finlandia. 6 de septiembre de 1989. Adhesión.
Namibia. 29 de junio de 2000. Adhesión.

Protocolo de Enmienda del Convenio relativo a los Hume-
dales de Importancia Internacional, especialmente
como Hábitat de Aves Acuáticas. París, 3 de diciem-
bre de 1982. «Boletín Oficial del Estado» de 14 de
julio de 1987.

Tanzania. 13 de abril de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 13 de agosto de 2000.

Jamahiriya Árabe Libia. 5 de abril de 2000. Adhesión,
entrada en vigor 5 de agosto de 2000.

República Moldova, 20 de junio de 2000. Adhesión,
entrada en vigor 20 de octubre de 2000.

Convenio de Basilea sobre el Control de los Movimientos
Transfronterizos de los Desechos Peligrosos y su Eli-
minación. Basilea, 22 de marzo de 1989. «Boletín
Oficial del Estado» de 22 de septiembre de 1994.

Kiribati. 7 de septiembre de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 6 de diciembre de 2000.

Enmienda al Protocolo de Montreal, relativo a las Sus-
tancias que Agotan la Capa de Ozono.(Publicado en
el «Boletín Oficial del Estado» de 17 de marzo de
1989), adoptada en Londres el 29 de junio de 1990.
«Boletín Oficial del Estado» de 14 de julio de 1992.

Tuvalu. 31 de agosto de 2000. Aceptación, entrada
en vigor 29 de noviembre de 2000.

Convenio sobre Evaluación del Impacto en el Medioam-
biente en un Contexto Transfronterizo. Espoo (Fin-
landia), 25 de febrero de 1991. «Boletín Oficial del
Estado» número 261, de 31 de octubre de 1997.

Chipre. 20 de julio de 2000. Adhesión, entrada en
vigor 18 de octubre de 2000.

Convenio sobre la Protección y Utilización de los Cursos
de Agua Transfronterizos y de los Lagos Internacio-
nales. Helsinki, 17 de marzo de 1992. «Boletín Oficial
del Estado» número 81, de 4 de abril de 2000.

Azerbaiyan. 3 de agosto de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 1 de noviembre de 2000.

Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cam-
bio Climático. Nueva York, 9 de mayo 1992. «Boletín
Oficial del Estado» de 1 de febrero de 1994.

Bosnia-Herzegovina. 7 de septiembre de 2000. Adhe-
sión, entrada en vigor 6 de diciembre de 2000.

Guinea Ecuatorial. 16 de agosto de 2000. Adhesión,
entrada en vigor 14 de noviembre de 2000.

Convenio sobre la Diversidad Biológica. Río de Janeiro,
5 de junio de 1992. «Boletín Oficial del Estado» de
1 de febrero de 1994.

Azerbaiyan. 3 de agosto de 2000. Aprobación, entra-
da en vigor 1 de noviembre de 2000.

Enmienda al Protocolo de Montreal relativo a las Sus-
tancias que Agotan la Capa de Ozono (publicado en
el «Boletín Oficial del Estado» de 17 de marzo, 15
de noviembre y 28 de febrero de 1990), adoptada
en la cuarta reunión de las partes del Protocolo de
Montreal, celebrada en Copenhague del 23 al 25 de
noviembre de 1992, «Boletín Oficial del Estado» de
15 de septiembre de 1995.

Tuvalu. 31 de agosto de 2000. Aceptación, entrada
en vigor 29 de noviembre de 2000.

Líbano. 31 de julio de 2000. Aceptación, entrada en
vigor 29 de octubre de 2000.

Bangladesh. 27 de noviembre de 2000. Aceptación,
entrada en vigor 25 de febrero de 2001.

Convención de las Naciones Unidas de Lucha contra
la Desertificación en los Países Afectados por Sequía
Grave o Desertificación en Particular en África. París,
17 de junio de 1994. «Boletín Oficial del Estado»
de 11 de febrero de 1997.

Singapur. 22 de septiembre de 2000. Adhesión,
entrada en vigor 21 de diciembre de 2000.

Nueva Zelanda. 7 de septiembre de 2000. Adhesión,
entrada en vigor 6 de diciembre de 2000, con la siguien-
te declaración:

«... cualquier anexo complementario sobre aplicación
regional o cualquier enmienda de cualquier anexo sobre
aplicación regional de la Convención únicamente entrará
en vigor para Nueva Zelanda cuando el Gobierno de
Nueva Zelanda deposite el correspondiente instrumento
de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.»

NUEVA ZELANDA: EXCLUSIÓN TERRITORIAL

«... con arreglo al Estatuto Constitucional de Tokelau
y teniendo en cuenta su compromiso con el desarrollo
del autogobierno mediante un acto de autodetermina-
ción en virtud de la Carta de las Naciones Unidas, esta
ratificación no se hará extensiva a Tokelau hasta el
momento en que el Gobierno de Nueva Zelanda deposite
una declaración a tal efecto en poder del depositario
sobre la base de las consultas pertinentes con dicho
territorio.»

Protocolo relativo a las Zonas Especialmente Protegidas
y a la Diversidad Biológica en el Mediterráneo y sus
Anejos. Barcelona, 10 de junio de 1995. «Boletín Ofi-
cial del Estado» número 302, de 18 de diciembre
de 1999.

6 de noviembre de 2000. Declaración de la Comunidad
Europea comunicada con posterioridad a su Acep-
tación del Protocolo:

«La Comunidad participará en la puesta en práctica de
las disposiciones previstas en los anejos, para la crea-
ción de la red Natura 2000.»
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Enmienda del Protocolo de Montreal, relativo a las Sus-
tancias que Agotan la Capa de Ozono. Aprobada por
la novena reunión de las partes. Montreal, 17 de sep-
tiembre de 1997. «Boletín Oficial del Estado» número
258, de 28 de octubre de 1999.

Tuvalu. 31 de agosto de 2000. Aceptación, entrada
en vigor 29 de noviembre de 2000.

Egipto. 20 de julio de 2000. Aceptación, entrada en
vigor 18 de octubre de 2000.

Austria. 7 de agosto de 2000. Ratificación, entrada
en vigor 5 noviembre de 2000.

Líbano. 31 de julio de 2000. Adhesión, entrada en
vigor 29 de octubre de 2000.

Singapur. 22 de septiembre de 2000. Adhesión,
entrada en vigor 21 de diciembre de 2000.

Azerbaiyan. 28 de septiembre de 2000. Aprobación,
entrada en vigor 27 de diciembre de 2000.

D.E SOCIALES.

Acuerdo Provisional Europeo sobre los Regímenes de
Seguridad Social relativos a la Vejez, Invalidez y a
los Sobrevivientes y Protocolo Adicional al mismo.
París, 11 de diciembre de 1953. «Boletín Oficial del
Estado» de 21 de marzo de 1984.

Portugal. 23 de marzo de 2000, Declaración:

El Gobierno de la República de Portugal solicita que
se incluyan los siguientes textos en los Anexos al Acuer-
do provisional europeo sobre los regímenes de seguridad
social, relativos a la vejez, la invalidez y la supervivencia:

ANEXO I. Regímenes de la seguridad social a los que
se aplica el Acuerdo:

Leyes y normas relativas a:

a. Prestaciones en caso de invalidez y vejez;
b. Prestaciones en caso de defunción (sobrevivien-

tes);
c. Regímenes especiales para categorías específicas

de trabajadores, en la medida en que estén relacionados
con las prestaciones mencionadas en las letras men-
cionadas más arriba.

ANEXO II. Acuerdos bilaterales y multilaterales a los
que se aplica el Acuerdo

Se añade:

f) Convenio sobre seguridad social entre Portugal
y España, firmado el 11 de junio de 1969.

Acuerdo Provisional Europeo sobre Seguridad Social, con
Exclusión de los Regímenes de Vejez, Invalidez y
Supervivencia y Protocolo adicional. París, 11 de
diciembre de 1953. «Boletín Oficial del Estado» 8
de abril de 1987, 1 de julio de 1987.

Portugal. 23 de marzo de 2000. Declaración:

El Gobierno de la República de Portugal solicita que
se incluyan los siguientes textos en los Anexos al Acuer-
do provisional europeo sobre los regímenes de seguridad
social, relativos a la vejez, la invalidez y la supervivencia:

ANEXO I. Regímenes de la seguridad social a los que
se aplica el Acuerdo:

Leyes y normas relativas a:

a) Prestaciones en caso de enfermedad;
b) Prestaciones en caso de maternidad;
c) (...)

d) Prestaciones en caso de lesiones laborales;
e) Prestaciones en caso de desempleo;
f) (...)
g) Regímenes especiales para categorías específi-

cas de trabajadores, en la medida en que estén rela-
cionados con las prestaciones expresadas en las letras
anteriores.

h) La reparación de los daños debidos a accidentes
laborales.

ANEXO II. Acuerdos bilaterales y multilaterales a los
que se aplica el Acuerdo

Se añade:

f) Convenio sobre seguridad social entre Portugal
y España, firmado el 11 de junio de 1969.

E. JURÍDICOS

E.A ARREGLOS DE CONTROVERSIAS.

E.B DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO.

E.C DERECHO CIVIL E INTERNACIONAL PRIVADO.

Conferencia de la Haya de Derecho Internacional Privado.
Estatuto. 31 de octubre de 1951. «Boletín Oficial del
Estado» de 12 de abril de 1956.

Perú. 20 de septiembre de 1999. Admisión como
nuevo Miembro de conformidad con el artículo 2 del
Estatuto.

Sudáfrica. 23 de agosto de 2000. Admisión como
nuevo Miembro de conformidad con el artículo 2 del
Estatuto.

Jordania. 23 de agosto de 2000. Admisión como
nuevo Miembro de conformidad con el artículo 2 del
Estatuto.

Bielorrusia. 8 de septiembre de 2000. Admisión como
nuevo Miembro de conformidad con el artículo 2 del
Estatuto.

Convenio sobre la Obtención de Alimentos en el
Extranjero. Nueva York, 20 de junio de 1956. «Boletín
Oficial del Estado» de 24 de noviembre de 1966 y 16
de noviembre de 1971.

Nueva Zelanda. 30 de junio de 2000. Notificación
de intención de suspender la aplicación del Convenio
entre Nueva Zelanda y Australia:

De conformidad con el artículo 58 de la Convención
de Viena sobre el derecho de los tratados, la Misión
Permanente tiene el honor de comunicar a la Organi-
zación de las Naciones Unidas, en su calidad de depo-
sitaria del Convenio, la intención del Gobierno de Nueva
Zelanda de celebrar un acuerdo con el Gobierno de Aus-
tralia en materia de alimentos debidos a los hijos y a
los cónyuges («el Acuerdo»), que suspenderá la aplica-
ción del Convenio entre Nueva Zelanda y Australia.

La Misión Permanente asegura a la Organización de
las Naciones Unidas que la celebración del Acuerdo no
afectará ni al ejercicio por las demás Partes en el Con-
venio de los derechos que les correspondan en virtud
del mismo respecto de las Partes en el Acuerdo ni a
la ejecución de sus obligaciones respecto de las demás
Partes en virtud del Convenio. Por otra parte, el Acuerdo
que celebrarán el Gobierno de Nueva Zelanda y el de
Australia no se considera incompatible con el objeto y
fin del Convenio.
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Convenio Suprimiendo la Exigencia de Legalización de
los Documentos Públicos Extranjeros. La Haya, 5 de
octubre de 1961. «Boletín Oficial del Estado» de 25
de septiembre de 1978, 17 de octubre de 1978, 19
de enero de 1979, 20 de septiembre de 1984.

Trinidad y Tobago. 23 de noviembre de 1999. Adhe-
sión, entrada en vigor 14 de julio de 2000.

27 de julio de 2000, Trinidad y Tobago designa

«...The Registrar General of Port Of Spain como auto-
ridad competente para emitir la apostilla.»

Bosnia-Herzegovina. 17 de agosto de 2000. Notifi-
cación:

«Las autoridades designadas por Bosnia y Herzego-
vina que son competentes para expedir la apostilla pre-
vista en el artículo 3 del Convenio suprimiendo la exi-
gencia de legalización de los documentos públicos
extranjeros, firmado en La Haya el 5 de octubre de 1961,
son los tribunales municipales de la Federación de Bosnia
y Herzegovina y de la República Srpska. Dichas apostillas
serán objeto de certificación por el Ministerio de Interior
y de Comunicaciones y por el Ministerio de Asuntos
Exteriores de Bosnia y Herzegovina.»

Convenio relativo a la Notificación o Traslado en el
Extranjero de Documentos Judiciales y Extrajudiciales
en Materia Civil o Comercial. La Haya, 15 de noviem-
bre de 1965. «Boletín Oficial del Estado» de 25 de
agosto de 1987 y 13 de abril de 1989.

Bulgaria. 23 de noviembre de 1999. Adhesión, entra-
da en vigor 1 de agosto de 2000 con las siguientes
declaraciones:

Reserva de conformidad con el párrafo 3 del artícu-
lo 5:

La República de Bulgaria solicita que el documento
que debe ser objeto de documentación o traslado sea
redactado o vaya acompañado de una traducción en
lengua búlgara.

Declaración de conformidad con los artículos 2 y 18:

La República de Bulgaria designa al Ministerio de Jus-
ticia e Integración Jurídica Europea como autoridad cen-
tral, competente asimismo para recibir los documentos
transmitidos en virtud del primer párrafo del artículo 9.

Declaración de conformidad con los párrafos 1 y 2
del artículo 6:

La República de Bulgaria designa a los tribunales de
primera instancia como autoridades competentes para
expedir la certificación.

Declaración de conformidad con el párrafo 2 del artícu-
lo 8:

La República de Bulgaria declara que los agentes
diplomáticos o consulares extranjeros sólo podrán noti-
ficar o trasladar documentos judiciales y extrajudiciales
en territorio búlgaro a nacionales del Estado que repre-
senten.

Declaración de conformidad con el artículo 10:

La República de Bulgaria se opone al uso de las vías
de transmisión a que se refiere el artículo 10 para la
notificación o traslado.

Declaración de conformidad con el apartado 2 del
artículo 15:

El juez sólo podrá proveer si se han recibido todas
las certificaciones a que se refiere el apartado 2 del
artículo 15.

Declaración de conformidad con el párrafo 3 del artícu-
lo 16:

La República de Bulgaria no aceptará las demandas
tendentes a la exención de la preclusión presentadas
en virtud del primer párrafo del presente artículo una
vez transcurrido un plazo de un año desde la fecha de
la decisión.

Corea. 13 de enero de 2000. Adhesión, entrada en
vigor 1 de agosto de 2000, con las siguientes decla-
raciones:

1. De conformidad con las disposiciones del artícu-
lo 8, la República de Corea declara que se opone a la
notificación o traslado de documentos judiciales por
agentes diplomáticos o consulares a personas que se
encuentren en su territorio, salvo que el documento deba
ser notificado o darse traslado del mismo a un nacional
del Estado de origen.

2. De conformidad con las disposiciones del artícu-
lo 10, la República de Corea declara que se opone a:

a) La facultad de remitir directamente, por vía postal,
los documentos judiciales a las personas que se encuen-
tren en el extranjero.

b) La facultad, respecto de fedatarios públicos, fun-
cionarios u otras personas competentes del Estado de
origen, de proceder a las notificaciones o traslados de
documentos judiciales directamente a través de feda-
tarios públicos u otras personas competentes del Estado
de destino.

c) La facultad, respecto de cualquier persona inte-
resada en un procedimiento judicial, de proceder a las
notificaciones o traslados de documentos judiciales
directamente a través de fedatarios públicos, funciona-
rios u otras personas competentes del Estado de destino.

3. De conformidad con las disposiciones del párra-
fo 2 del artículo 15, los jueces de la República de Corea
podrán proveer, a pesar de no haberse recibido comu-
nicación alguna acreditativa bien de la notificación o
traslado, bien de la entrega, si se dan los siguientes
requisitos:

a) El documento ha sido remitido según alguno de
los modos previstos por el presente Convenio;

b) Ha transcurrido, desde la fecha de envío del docu-
mento, un plazo que el juez apreciará en cada caso par-
ticular y que será, al menos, de seis meses;

c) No obstante las diligencias oportunas ante las
autoridades competentes del Estado requerido, no ha
podido obtenerse certificación alguna.

Designación de conformidad con los artículos 2 y 6:

1. Autoridad central (artículo 2):

Nombre: Ministerio de Administración Judicial a la
atención del Director de Asuntos Internacionales.

Dirección: 967, Seocho-dong, Seocho-gu, Seúl
137-750, República de Corea.

Teléfono: 2-3480-1378.

2. Autoridad competente para la expedición de una
certificación de ejecución (artículo 6):

Además de la autoridad central, el secretario del tri-
bunal del distrito judicial en el que documento debe ser
entregado a la persona interesada.
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Convenio Europeo Relativo al Reconocimiento y la Eje-
cución de Decisiones en Materia de Custodia de
Menores, así como al Restablecimiento de dicha Cus-
todia. Luxemburgo, 20 de mayo de 1980. «Boletín
Oficial del Estado» número 210, de 1 de septiembre
de 1984.

República Checa. 22 de marzo de 2000. Ratificación,
entrada en vigor 1 de julio de 2000, con la siguiente
declaración:

De conformidad con el artículo 2 del Convenio, la
República Checa designa a la autoridad encargada de
la Protección Internacional Jurídica de Menores, sita en
Brno, Benesova 22, como autoridad central para ejercer
las funciones previstas en el Convenio.

De conformidad con el párrafo 1 del artículo 17 del
Convenio, la República Checa hace la reserva de que,
en los casos previstos en los artículos 8 y 9 del Convenio,
el reconocimiento y ejecución de las resoluciones rela-
tivas a la custodia de menores o al restablecimiento de
la custodia de los menores podrán denegarse por los
motivos previstos en el párrafo 1, artículo 10, del Con-
venio.

Convenio sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción
Internacional de Menores. La Haya, 25 de octubre
de 1980. «Boletín Oficial del Estado» de 24 de agosto
de 1987.

Turquía. 31 de mayo de 2000. Ratificación, 1 de agos-
to de 2000, con la siguiente reserva:

«De conformidad con el párrafo 3 del artículo 26,
la República de Turquía no estará obligada a sufragar
las costas y gastos del proceso ni, en su caso, los gastos
derivados de la participación de un Abogado o asesor
jurídico, ni los originados por la restitución del menor.»

Convenio relativo a la Protección del Niño y a la Coope-
ración en Materia de Adopción Internacional. La Haya,
29 de mayo de 1993. «Boletín Oficial del Estado»
de 1 de agosto de 1995.

República Checa. 11 de febrero de 2000. Ratificación,
entrada en vigor 1 de junio de 2000, con las siguientes
declaraciones:

«I. De conformidad con el párrafo 2 del artículo 23
del Convenio relativo a la protección del niño y a la
cooperación en materia de adopción internacional, fir-
mado en La Haya el 29 de mayo de 1993, la República
Checa notifica por la presente que la autoridad com-
petente para expedir los certificados de adopción será:

La Oficina para la Protección Jurídica Internacional
de los Menores, con sede en Brno.

La Oficina para la Protección Jurídica Internacional
de los Menores, en adelante denominada “la Oficina”,
con sede en Brno, fue creada por la Ley para la Protección
Social y Jurídica de los Menores, aprobada por el Par-
lamento de la República Checa el 9 de diciembre de
1999. Esta Oficina administrativa, que opera a nivel
nacional, depende del Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales.

El responsable de la Oficina es un director nombrado
y revocado por el Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales.

(1) Dentro de los límites de sus funciones, la Oficina
garantiza la protección social y jurídica, respecto del
extranjero,

a) de los menores

que tengan su residencia permanente en el territorio
de la República Checa,

que posean un permiso de residencia permanente
o de larga duración en el territorio de la República Checa.

que hayan solicitado el estatuto de refugiado en el
territorio de la República Checa, o

que estén autorizados para residir con carácter per-
manente en el territorio de la República Checa;

b) de los menores de nacionalidad checa que no
residan con carácter permanente en el territorio de la
República Checa;

c) de los menores que no posean la nacionalidad
checa, no sean titulares de un permiso de residencia
permanente ni de larga duración en el territorio de la
República Checa y no residan en su territorio, siempre
que sus padres u otras personas físicas encargadas de
su manutención residan en la República Checa.

(2) En el cumplimiento de las responsabilidades con-
templadas en el párrafo 1, la Oficina:

a) actúa en calidad de órgano de recepción y trans-
misión en relación con la aplicación de los convenios
internacionales y desempeña otras funciones que se deri-
van para la República Checa de los convenios interna-
cionales relativos a la protección social y jurídica;

b) Se encarga la tutela de los menores;
c) a petición de los progenitores que residen en la

República Checa o de órganos encargados de la pro-
tección social y jurídica, solicita a los órganos compe-
tentes y a otras personas jurídicas y físicas informes
sobre la situación de los menores de nacionalidad checa
que no residan con carácter permanente en el territorio
de la República Checa;

d) se encarga de la transmisión al extranjero de
documentos personales y de otras cartas y de la trans-
misión de documentos y otras cartas procedentes del
extranjero;

e) coopera con los órganos gubernamentales y otras
organizaciones que tengan en el extranjero responsa-
bilidades similares y que están debidamente autorizados
en sus Estados respectivos para llevar a cabo actividades
relacionadas con la protección social y jurídica y, cuando
procede, con otros órganos, instituciones y personas
jurídicas;

f) ayuda a encontrar a los progenitores del menor
cuando los dos progenitores o uno de ellos viven en
el extranjero, presta ayuda para determinar las situa-
ciones en materia de bienes e ingresos con objeto de
asegurar la manutención de un menor y presenta las
solicitudes correspondientes con objeto de garantizar la
manutención de un menor, sobre todo en relación con
el reajuste de la manutención, la educación y la atri-
bución de la paternidad;

g) en relación con la adopción de un menor en el
Estado de acogida, examina el entorno social y la situa-
ción familiar del menor;

h) asume las responsabilidades que se derivan para
la misma de la adopción y entabla contacto con los órga-
nos competentes y con personas físicas y jurídicas cuan-
do así lo exige el desempeño de las funciones que le
atribuye la ley mencionada;

i) autoriza la adopción de menores en el extranjero.

II. De conformidad con el artículo 13 del Convenio
relativo a la protección del niño y a la cooperación en
materia de adopción internacional, la República Checa
declara que designa como autoridad central a los efectos
del artículo 6 del Convenio a: Oficina para la Protección
Jurídica Internacional de los Menores, BenesZova, 22,
602 00 Brno, República Checa.»
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Convenio relativo a la Adhesión de la República de Aus-
tria, de la República de Finlandia y del Reino de Suecia
al Convenio relativo a la Competencia Judicial y a
la Ejecución de Resoluciones Judiciales en Materia
Civil y Mercantil, así como al Protocolo relativo a su
Interpretación por el Tribunal de Justicia con las adap-
taciones introducidas por el Convenio relativo a la
Adhesión del Reino de Dinamarca, de Irlanda y del
Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte,
por el Convenio relativo a la Adhesión de la República
Helénica, así como por el Convenio relativo a la Adhe-
sión del Reino de España y de la República Portu-
guesa. Bruselas, 29 de noviembre de 1996. «Boletín
Oficial del Estado» número 77, de 31 de marzo de 1999.

Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte.
26 de octubre de 2000. Ratificación, entrada en vigor
1 de enero de 2001.

Convenio relativo a la Adhesión de la República de Aus-
tria, de la República de Finlandia y del Reino de Suecia
al Convenio sobre la Ley aplicable a las Obligaciones
Contractuales, abierto a la firma en Roma el 19 de
junio de 1980, así como a los Protocolos Primero
y Segundo relativo a su interpretación por el Tribunal
de Justicia. Bruselas, 29 de noviembre de 1996. «Bo-
letín Oficial del Estado» número 82, de 6 de abril
de 1999.

Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte.
26 de octubre de 2000. Ratificación, entrada en vigor
1 de enero de 2001.

E.D DERECHO PENAL Y PROCESAL

Convenio Internacional para la Represión de la Falsifi-
cación de Moneda. Ginebra, 20 de abril de 1929.
«Gaceta de Madrid» de 8 de abril de 1931.

Georgia. 20 de julio de 2000. Adhesión, entrada en
vigor 18 de octubre de 2000.

Convenio Europeo de Extradición. París, 13 de diciembre
de 1957. «Boletín Oficial del Estado» de 8 de junio
de 1982.

Eslovaquia. 4 de mayo de 2000. Declaración:

Artículo 23.

La República Eslovaca invita a las demás Partes Con-
tratantes a presentar sus solicitudes y documentos
anexos cuando no estén redactados ni en lengua eslo-
vaca, ni en una de las lenguas oficiales del Consejo de
Europa, acompañados de una traducción a una de esas
lenguas.

Convenio sobre Reconocimiento y Ejecución de las Sen-
tencias Arbitrales Extranjeras. Nueva York, 10 de junio
de 1958. «Boletín Oficial del Estado» de 11 de julio
de 1977.

San Vicente y Granadinas. 12 de septiembre de 2000.
Adhesión con las siguientes declaraciones:

«... de conformidad con el artículo 1 de dicho Con-
venio, el Gobierno de San Vicente y las Granadinas decla-
ra que únicamente aplicará el Convenio al reconocimien-
to y ejecución de las sentencias arbitrales dictadas en
el territorio de otro Estado Contratante. Declara asimismo
que únicamente aplicará el Convenio a las controversias

derivadas de relaciones jurídicas, contractuales o no, que
se consideren mercantiles con arreglo al derecho de San
Vicente y las Granadinas.»

Malta. 22 de junio de 2000. Adhesión, entrada en
vigor 20 de septiembre de 2000, con la siguiente decla-
ración:

«1. De conformidad con las disposiciones aplicables
de la Convención, Malta solamente aplicará la misma
al reconocimiento y ejecución de las sentencias dictadas
en el territorio de otro Estado Contratante.

2. La Convención sólo se aplicará con respecto a
Malta en lo relativo a los acuerdos de arbitraje firmados
después de la fecha de la adhesión de Malta a la Con-
vención.»

Honduras. 3 de octubre de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 1 de enero de 2000.

Convenio Europeo de Asistencia Judicial en Materia
Penal. Estrasburgo, 20 de abril de 1959. «Boletín Ofi-
cial del Estado» de 17 de septiembre de 1982.

Albania. 4 de abril de 2000. Ratificación, entrada en
vigor 3 de julio de 2000 con las siguientes declaraciones:

«La ejecución de las comisiones rogatorias que ten-
gan como fin un registro o embargo de bienes estará
sometida a las condiciones estipuladas en el párrafo 1,
letras «a» y «c» del artículo 5.

De conformidad con el párrafo 6 del artículo 15, Alba-
nia declara que una copia de todas las solicitudes de
asistencia judicial que se comuniquen directamente
entre las autoridades judiciales, así como los documentos
adjuntos deberán ser transmitidos al mismo tiempo al
Ministerio de Justicia.

De conformidad con el párrafo 2 del artículo 16, Alba-
nia declara que las solicitudes y documentos anexos
deberán ir acompañados de una traducción a una de
las lenguas oficiales del Consejo de Europa, salvo en
caso de acuerdos concluidos sobre la base de la reci-
procidad.

El Ministerio de Justicia se considera la autoridad
judicial a efectos del artículo 24 del Convenio.

Eslovaquia. 4 de mayo de 2000. Declaración:
Artículo 15, párrafo 6.
Las comisiones rogatorias mencionadas en los artícu-

los 3, 4 y 5 deberán dirigirse al Ministerio de Justicia
de la República Eslovaca si los procedimientos en la
Parte requirente han llegado a la fase de juicio. En todos
los demás casos, se dirigirán a la Oficina del Fiscal Gene-
ral de la República Eslovaca.

Las solicitudes mencionadas en el artículo 11 se diri-
girán al Ministerio de Justicia de la República Eslovaca.

Las solicitudes mencionadas en el artículo 13, párra-
fo 1, y la información en virtud del artículo 21, párrafo 1,
se dirigirán al Fiscal General de la República Eslovaca.

Artículo 16, párrafo 2.
La República Eslovaca invita a las Partes Contratantes

a presentar las solicitudes y los documentos anexos que
no estén redactados en eslovaco ni en una de las lenguas
del Consejo de Europa acompañadas de la traducción
a una de dichas lenguas.

Artículo 24.
A los fines del presente Convenio se considera que

las que se citan a continuación son autoridades judiciales
de la República Eslovaca: el Ministerio de Justicia de
la República Eslovaca, la Oficina del Fiscal General de
la República Eslovaca, todos los juzgados y fiscalías inde-
pendientemente de su denominación.
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Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte.
16 de marzo de 2000. Declaración:

El Gobierno del Reino Unido desea, de conformidad
con el artículo 25, párrafo 5, hacer extensiva la aplicación
del presente Convenio a la Isla de Man, de cuyas rela-
ciones internacionales es responsable el Reino Unido.
Se necesita el acuerdo de otros Estados para que así
suceda.

Se ha asegurado el consentimiento del Gobierno ita-
liano por canje de cartas. En consecuencia, por lo que
respecta al Gobierno del Reino Unido y al de Italia, el
Convenio se aplica en la actualidad a la Isla de Man.
Dicha extensión del Convenio entró en vigor el 31 de
enero de 2000.

Se ha asegurado el consentimiento del Gobierno
danés por canje de cartas. En consecuencia, por lo que
respecta al Gobierno del Reino Unido y al de Dinamarca,
el Convenio se aplica en la actualidad a la Isla de Man.
Dicha extensión del Convenio entró en vigor el 25 de
febrero de 2000.

Convenio Europeo sobre la Transmisión del Procedimien-
to Penal. Estrasburgo, 15 de mayo de 1972. «Boletín
Oficial del Estado» de 10 de noviembre de 1988.

Albania. 4 de abril de 2000. Ratificación, entrada en
vigor 5 de abril de 2000, con las siguientes declara-
ciones:

De conformidad con el artículo 18, párrafo 2, del
Convenio, la República de Albania declara que las soli-
citudes y todos los demás documentos relacionados con
las mismas que no estén redactados en ninguna de las
lenguas oficiales del Consejo de Europa se deberán
acompañar de su traducción al albanés o a una de esas
lenguas.

En relación con el segundo párrafo del apéndice II,
el término «nacional», a los fines del presente Convenio,
designará a los nacionales albaneses así como a los apá-
tridas que residan de forma permanente en Albania y
a las personas que tengan doble nacionalidad, en el caso
de que una de ellas sea la albanesa.

En relación con el apéndice I, letras a, b, c, d y g,
la República de Albania declara que se reserva el derecho:

A rechazar una solicitud de instrucción de proce-
dimiento, si considera que la infracción tiene carácter
puramente religioso;

A rechazar una solicitud de instrucción de proce-
dimiento por un hecho que, según su propia legislación,
sea competencia exclusiva de una autoridad adminis-
trativa;

A no aceptar el artículo 22;
A no aceptar el artículo 23;
A no aplicar los artículos 30 y 31 por un hecho cuya

sanción, según su propia legislación o la del otro Estado,
sea competencia exclusiva de una autoridad adminis-
trativa.

Eslovaquia. 4 de mayo de 2000. Declaración:

Artículo 13, párrafo 3:

Las solicitudes procedentes del extranjero para la
transmisión de procedimientos deberán dirigirse a la Ofi-
cina del Fiscal General de la República Eslovaca.

La transmisión al extranjero de una solicitud de trans-
misión de procedimientos es competencia del Ministerio
de Justicia de la República Eslovaca si los procedimientos
han alcanzado la fase de juicio. En todos los demás casos,
la transmisión al extranjero es competencia de la Oficina
del Fiscal General de la República Eslovaca.

Artículo 18, párrafo 2:

La República Eslovaca invita a otras Partes Contra-
tantes a que presenten las solicitudes de transmisión
de procedimientos y los documentos anexos que no
estén redactados en eslovaco ni en una de las lenguas
oficiales del Consejo de Europa acompañados de la tra-
ducción a una de dichas lenguas.

Rumania. 8 de junio de 2000. Ratificación, con las
siguientes reservas y declaraciones:

Artículo 13, párrafo 3:

Rumania declara que las solicitudes presentadas en
virtud del presente Convenio en el curso de un proce-
dimiento penal se dirigirán a la Fiscalía del Tribunal Supe-
rior de Justicia.

Rumania declara que las solicitudes presentadas en
virtud del presente Convenio durante la fase de juicio
se dirigirán al Ministerio de Justicia.

Artículo 18, párrafo 2:

Rumania declara que, sin perjuicio de lo dispuesto
en el párrafo 3 del artículo 18, las solicitudes presentadas
en virtud del presente Convenio y los documentos
anexos a las mismas se transmitirán a las autoridades
rumanas acompañados de una traducción al inglés o
al francés.

Artículo 41, párrafo 1:

Rumania declara que se reserva el derecho:

1. A rechazar una solicitud para que se inicie un
procedimiento cuando considere que la infracción es de
carácter meramente religioso (Anexo I.a);

2. A rechazar una solicitud para que se inicie un
procedimiento por un hecho que, de conformidad con
sus leyes, únicamente puede ser sancionado por una
autoridad administrativa (Anexo I.b);

3. A no aplicar los artículos 30 y 31 (Anexo I.g).
4. A los efectos del presente Convenio, por «na-

cional» se entiende «ciudadano» (Anexo II).

Protocolo Adicional al Convenio Europeo de Asistencia
Judicial en Materia Penal. Estrasburgo, 17 de marzo
de 1978. «Boletín Oficial del Estado» de 2 de agosto
de 1991.

Albania. 4 de abril de 2000. Ratificación, entrada en
vigor 3 de julio de 2000.

Convenio sobre el Traslado de Personas Condenadas.
Estrasburgo, 21 de marzo de 1983. «Boletín Oficial
del Estado» de 10 de junio de 1985.

Albania. 4 de abril de 2000. Ratificación, entrada en
vigor 1 de agosto de 2000, con las siguientes decla-
raciones:

De conformidad con el párrafo 3, del artículo 3, la
República de Albania declara que tiene intención de
excluir la aplicación de los procedimientos previstos en
el párrafo 1, letra «a» del artículo 9 del Convenio.

De conformidad con el párrafo 4 del artículo 3, el
término «nacional» a los fines de este Convenio, hará
referencia tanto a los nacionales como a los apátridas
residentes en Albania y a las personas que gocen de
doble nacionalidad, de las cuales una sea la albanesa.

De conformidad con el párrafo 3 del artículo 17, la
República de Albania declara que exige que las solici-
tudes de traslado de personas condenadas y los docu-
mentos anexos vayan acompañados de una traducción
al albanés o a una de las lenguas oficiales del Consejo
de Europa.
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Convenio relativo al Blanqueo, Seguimiento, Embargo
y Decomiso de los Productos del Delito (número 141
del Consejo de Europa). Estrasburgo, 8 de noviembre
de 1990. «Boletín Oficial del Estado» número 252,
de 21 de octubre de 1998.

Estonia. 10 de mayo de 2000. Ratificación, entrada
en vigor 1 de septiembre de 2000, con las siguientes
reservas y declaraciones:

Reservas:
Artículo 21.
En virtud del apartado 2 del artículo 21 del Convenio,

los documentos judiciales deberán comunicarse a través
del Ministerio de Justicia.

Artículo 25.
De conformidad con el apartado 3 del artículo 25,

las solicitudes y sus anejos presentados a la República
de Estonia deberán acompañarse de su traducción al
inglés.

Declaración:
De conformidad con el apartado 1 del artículo 23,

la Autoridad Central será:
Ministerio de Justicia
Tönismäi Street, 5a
EE-15191 Tallinn

Convención sobre la Seguridad del Personal de las Nacio-
nes Unidas y el Personal Asociado. Nueva York, 9
de diciembre de 1994. «Boletín Oficial del Estado»
número 124, de 25 de mayo de 1999.

Grecia. 3 de agosto de 2000. Adhesión, entrada en
vigor 2 de septiembre de 2000.

Azerbaiyan. 3 de agosto de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 2 de septiembre de 2000.

Austria. 6 de septiembre de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 6 de octubre de 2000.

Lesotho. 6 de septiembre de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 6 de octubre de 2000.

Brasil. 6 de septiembre de 2000. Ratificación, entrada
en vigor 6 de octubre de 2000.

Guinea. 7 de septiembre de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 7 de octubre de 2000.

Lituania. 8 de septiembre de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 8 de octubre de 2000.

Jamaica. 8 de septiembre de 2000. Adhesión, entra-
da en vigor 8 de octubre de 2000.

Jamahiriya Árabe Libia. 22 de septiembre de 2000.
Adhesión, entrada en vigor 22 de octubre de 2000.

Nepal. 8 de septiembre de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 8 de octubre de 2000, con las siguientes reservas:

«El Gobierno de Nepal se acoge a lo dispuesto en
el párrafo 2 del artículo 22 y declara que no se considera
vinculado por lo dispuesto en el párrafo 1 de dicho artí-
culo, en virtud del cual cualquier controversia entre dos
o más Estados Partes relativa a la interpretación o apli-
cación de la presente Convención se someterá, a petición
de uno de ellos, a arbitraje o a la Corte Internacional
de Justicia, y declara que para la sumisión de la con-
troversia a arbitraje o a la Corte Internacional de Justicia
se exigirá en cada caso el consentimiento previo de todas
las partes en la controversia.»

Bielorrusia. 29 de noviembre de 2000. Ratificación,
entrada en vigor 29 de diciembre de 2000.

Austria. 4 de diciembre de 2000. Ratificación, entrada
en vigor 3 de enero de 2001.

E.E DERECHO ADMINISTRATIVO.

F. LABORALES

F.A GENERAL.

F.B ESPECÍFICOS.

G. MARÍTIMOS

G.A GENERALES.

Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho
del Mar. Montego Bay, 10 de diciembre de 1982.
«Boletín Oficial del Estado» número 39, 14 de febrero
de 1997.

Maldivas. 7 de septiembre de 2000. Ratificación,
entrada en vigor 7 de octubre de 2000.

Acuerdo relativo a la Aplicación de la Parte XI de la
Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho
del Mar de 10 de diciembre de 1982. Nueva York,
28 de julio de 1994. «Boletín Oficial del Estado»
número 38, de 13 de febrero de 1997 y 7 de junio
de 1997.

Maldivas. 7 de septiembre de 2000. Consentimiento
en obligarse al haber ratificado la Convención, entrada
en vigor 7 de octubre de 2000.

G.B NAVEGACIÓN Y TRANSPORTE.

G.C CONTAMINACIÓN.

G.D INVESTIGACIÓN OCEANOGRÁFICA.

Convenio relativo a la Organización Hidrográfica Inter-
nacional. Mónaco, 3 de mayo de 1967. «Boletín Ofi-
cial del Estado» de 19 de noviembre de 1975.

Jamaica. 30 de junio de 2000. Adhesión.

G.E DERECHO PRIVADO.

Convenio para la Unificación de Ciertas Reglas en Mate-
ria de Asistencia y Salvamento Marítimo, Seguido de
un Protocolo de Firma. Bruselas, 23 de septiembre
de 1910. «Gaceta de Madrid» de 13 de diciembre
de 1923.

China. 5 de octubre de 1999. Comunicación relativa
a Macao:

De conformidad con la Declaración conjunta del
Gobierno de la República Popular de China y del Gobierno
de la República de Portugal sobre la cuestión en Macao
(en adelante denominada la Declaración Conjunta), el
Gobierno de la República Popular de China reanudará
el ejercicio de su soberanía sobre Macao el 20 de diciem-
bre de 1999. A partir de dicha fecha, Macao pasará
a ser una región administrativa especial de la República
Popular de China y disfrutará de una amplia autonomía,
salvo en materia de asuntos exteriores y de defensa,
que serán responsabilidad del Gobierno Popular Central
de la República Popular de China.

La Sección VIII de la Exposición de las políticas fun-
damentales del Gobierno de la República Popular de Chi-
na en relación con Macao, contenida en el Anexo I de
la Declaración Conjunta, así como el artículo 138 de
la Ley Fundamental de la Región Administrativa Especial
de Macao de la República Popular de China, aprobada
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el 31 de marzo de 1993 por el Congreso Nacional Popu-
lar de la República Popular China, establecen que los
acuerdos internacionales en los que el Gobierno de la
República Popular de China no sea todavía parte pero
que se apliquen ya a Macao podrán continuar aplicán-
dose en la Región Administrativa Especial de Macao.

De conformidad con las disposiciones mencionadas,
el Ministro de Asuntos Exteriores de la República Popular
de China me ha encargado que informe a V. E. de lo
siguiente.

El Convenio para la unificación de ciertas reglas en
materia de asistencia y salvamentos marítimos, hecho
en Bruselas el 23 de septiembre de 1910 (en adelante
denominado «el Convenio») que se aplica actualmente
a Macao, continuará aplicándose en la Región Admi-
nistrativa Especial de Macao a partir del 20 de diciembre
de 1999.

Dentro de este marco, el Gobierno de la República
Popular de China asumirá la responsabilidad de los dere-
chos y obligaciones internacionales que corresponden
a los Estados Partes en el Convenio.

Irán. 11 de julio de 2000. Denuncia con efecto desde
el 11 de julio de 2001.

Convenio para la Unificación de Ciertas Reglas en Mate-
ria de Abordajes, seguido de un Protocolo de Firma.
Bruselas, 23 de septiembre de 1910. «Gaceta de
Madrid» de 12 de diciembre de 1923.

China. 5 de octubre de 1999. Comunicación relativa
a Macao:

De conformidad con la Declaración conjunta del
Gobierno de la República Popular de China y del Gobierno
de la República de Portugal sobre la cuestión en Macao,
el Gobierno de la República Popular de China reanudará
el ejercicio de su soberanía sobre Macao el 20 de diciem-
bre de 1999. A partir de dicha fecha, Macao pasará
a ser una región administrativa especial de la República
Popular de China y disfrutará de una amplia autonomía,
salvo en materia de asuntos exteriores y de defensa,
que serán responsabilidad del Gobierno Popular Central
de la República Popular de China.

A este respecto, el Ministro de Asuntos Exteriores
de la República Popular de China me ha encargado que
informe a V. E. de lo siguiente:

El Convenio internacional para la unificación de cier-
tas reglas en materia de abordaje (en adelante deno-
minado «el Convenio»), al que se adhirió el Gobierno
de la República Popular de China mediante el depósito
de su instrumento de adhesión el 28 de septiembre de
1994, surtirá efecto con respecto a la Región Adminis-
trativa Especial de Macao a partir del 20 de diciembre
de 1999. El Gobierno de la República Popular de China
desea asimismo hacer la siguiente declaración:

El Gobierno de la República Popular de China asumirá
la responsabilidad de los derechos y obligaciones inter-
nacionales dimanantes de la aplicación del Convenio a
la Región Administrativa Especial de Macao.

Convenio Internacional para la Unificación de Ciertas
Reglas en Materia de Conocimiento de Embarque
Modificado por Protocolo de 1968 (Bruselas, 23 de
febrero de 1968). Bruselas, 25 de agosto de 1924.
«Gaceta de Madrid» de 31 de julio de 1930.

China. 5 de octubre de 1999. Comunicación relativa
a Macao:

De conformidad con la Declaración conjunta del
Gobierno de la República Popular de China y del Gobierno
de la República de Portugal sobre la cuestión en Macao

(en adelante denominada la Declaración Conjunta), el
Gobierno de la República Popular de China reanudará
el ejercicio de su soberanía sobre Macao el 20 de diciem-
bre de 1999. A partir de dicha fecha, Macao pasará
a ser una región administrativa especial de la República
Popular de China y disfrutará de una amplia autonomía,
salvo en materia de asuntos exteriores y de defensa,
que serán responsabilidad del Gobierno Popular Central
de la República Popular de China.

La Sección VIII de la Exposición de las políticas fun-
damentales del Gobierno de la República Popular de Chi-
na en relación con Macao, contenida en el Anexo I de
la Declaración Conjunta, así como el artículo 138 de
la Ley Fundamental de la Región Administrativa Especial
de Macao de la República Popular de China, aprobada
el 31 de marzo de 1993 por el Congreso Nacional Popu-
lar de la República Popular de China, establecen que
los acuerdos internacionales en los que el Gobierno de
la República Popular de China no sea todavía parte pero
que se apliquen ya a Macao podrán continuar aplicán-
dose en la Región Administrativa Especial de Macao.

De conformidad con las disposiciones mencionadas,
el Ministro de Asuntos Exteriores de la República Popular
de China me ha encargado que informe a V. E. de lo
siguiente:

El Convenio internacional para la unificación de cier-
tas reglas en materia de conocimiento de embarque,
hecho en Bruselas el 25 de agosto de 1924 (en adelante
denominado «el Convenio») que se aplica actualmente
a Macao, continuará aplicándose en la Región Admi-
nistrativa Especial de Macao a partir del 20 de diciembre
de 1999.

Dentro de este marco, el Gobierno de la República
Popular de China asumirá la responsabilidad de los dere-
chos y obligaciones internacionales que corresponden
a los Estados Partes en el Convenio.

Convenio Internacional para la Unificación de Ciertas
Reglas Relativas a Privilegios e Hipotecas Marítimas.
Bruselas, 10 de abril de 1926. «Gaceta de Madrid»
de 31 de julio de 1930.

Estonia. 10 de enero de 2000. Denuncia con efecto
desde el 10 de enero de 2001.

Convenio Internacional para la Unificación de Ciertas
Reglas Relativas a la Competencia Penal en Materia
de Abordajes u Otros Accidentes de Navegación. Bru-
selas, 10 de mayo de 1952. «Boletín Oficial del Esta-
do» de 4 de enero de 1954.

China. 6 de diciembre de 1999. Comunicación rela-
tiva a Macao:

De conformidad con la Declaración conjunta del
Gobierno de la República Popular de China y del Gobierno
de la República de Portugal sobre la cuestión en Macao
(en adelante denominada la Declaración Conjunta), el
Gobierno de la República Popular de China reanudará
el ejercicio de su soberanía sobre Macao el 20 de diciem-
bre de 1999. A partir de dicha fecha, Macao pasará
a ser una región administrativa especial de la República
Popular de China y disfrutará de una amplia autonomía,
salvo en materia de asuntos exteriores y de defensa,
que serán responsabilidad del Gobierno Popular Central
de la República Popular de China.

La Sección VIII de la Exposición de las políticas fun-
damentales del Gobierno de la República Popular de Chi-
na en relación con Macao, contenida en el Anexo I de
la Declaración Conjunta, así como el artículo 138 de
la Ley Fundamental de la Región Administrativa Especial
de Macao de la República Popular de China, aprobada
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el 31 de marzo de 1993 por el Congreso Nacional Popu-
lar de la República Popular de China, establecen que
los acuerdos internacionales en los que el Gobierno de
la República Popular de China no sea todavía parte pero
que se apliquen ya a Macao podrán continuar aplicán-
dose en la Región Administrativa Especial de Macao.

De conformidad con las disposiciones mencionadas,
el Ministro de Asuntos Exteriores de la República Popular
de China me ha encargado que informe a V. E. de lo
siguiente:

El Convenio internacional para la unificación de cier-
tas reglas relativas a la competencia penal en materia
de abordaje u otros accidentes de navegación, firmado
en Bruselas el 10 de mayo de 1952 (en adelante deno-
minado «el Convenio») que se aplica actualmente a
Macao, continuará aplicándose en la Región Adminis-
trativa Especial de Macao a partir del 20 de diciembre
de 1999. El Gobierno de la República Popular de China
desea asimismo hacer la siguiente declaración:

1. El Gobierno de la República Popular de China
reserva, para la Región Administrativa Especial de
Macao, el derecho a no observar las disposiciones del
artículo 1 del Convenio en el caso de cualquier buque,
si el Estado cuyo pabellón arbole el buque hubiese acep-
tado, por lo que se refiere al mencionado buque o a
cualquier otra categoría de buque a la que pertenezca
el mencionado buque, que se inicien actuaciones penales
o disciplinarias ante las autoridades judiciales o admi-
nistrativas de la Región Administrativa Especial de
Macao.

2. De conformidad con el artículo 4 del Convenio,
el Gobierno de la República Popular de China reserva
para la Región Administrativa Especial de Macao el dere-
cho a sancionar las infracciones cometidas en las aguas
sometidas a la jurisdicción de la Región Administrativa
Especial de Macao.

Dentro de este marco, el Gobierno de la República
Popular de China asumirá la responsabilidad de los dere-
chos y obligaciones internacionales que corresponden
a los Estados Partes en el Convenio.

Convenio Internacional para la Unificación de Ciertas
Reglas Relativas a la Competencia Civil en Materia
de Abordajes. Bruselas, 10 de mayo de 1952. «Boletín
Oficial del Estado» de 3 de enero de 1954.

China. 15 de octubre de 1999. Comunicación relativa
a Macao:

De conformidad con la Declaración conjunta del
Gobierno de la República Popular de China y del Gobierno
de la República de Portugal sobre la cuestión en Macao
(en adelante denominada la Declaración Conjunta), el
Gobierno de la República Popular de China reanudará
el ejercicio de su soberanía sobre Macao el 20 de diciem-
bre de 1999. A partir de dicha fecha, Macao pasará
a ser una región administrativa especial de la República
Popular de China y disfrutará de una amplia autonomía,
salvo en materia de asuntos exteriores y de defensa,
que serán responsabilidad del Gobierno Popular Central
de la República Popular de China.

La Sección VIII de la Exposición de las políticas fun-
damentales del Gobierno de la República Popular de Chi-
na en relación con Macao, contenida en el Anexo I de
la Declaración Conjunta, así como el artículo 138 de
la Ley Fundamental de la Región Administrativa Especial
de Macao de la República Popular de China, aprobada
el 31 de marzo de 1993 por el Congreso Nacional Popu-
lar de la República Popular de China, establecen que
los acuerdos internacionales en los que el Gobierno de
la República Popular de China no sea todavía parte pero

que se apliquen ya a Macao podrán continuar aplicán-
dose en la Región Administrativa Especial de Macao.

De conformidad con las disposiciones mencionadas,
el Ministro de Asuntos Exteriores de la República Popular
de China me ha encargado que informe a V. E. de lo
siguiente:

El Convenio internacional para la unificación de cier-
tas reglas relativas a la competencia civil en materia
de abordaje, hecho en Bruselas el 10 de mayo de 1952
(en adelante denominado «el Convenio») que se aplica
actualmente a Macao, continuará aplicándose en la
Región Administrativa Especial de Macao a partir del 20
de diciembre de 1999.

Dentro de este marco, el Gobierno de la República
Popular de China asumirá la responsabilidad de los dere-
chos y obligaciones internacionales que corresponden
a los Estados Partes en el Convenio.

Convenio Internacional para la Unificación de Ciertas
Reglas Relativas al Embargo Preventivo de Buques
de Navegación Marítima. Bruselas, 10 de mayo de
1952. «Boletín Oficial del Estado» de 5 de enero
de 1954.

China. 15 de octubre de 1999. Comunicación relativa
a Macao:

De conformidad con la Declaración conjunta del
Gobierno de la República Popular de China y del Gobierno
de la República de Portugal sobre la cuestión en Macao
(en adelante denominada la Declaración Conjunta), el
Gobierno de la República Popular de China reanudará
el ejercicio de su soberanía sobre Macao el 20 de diciem-
bre de 1999. A partir de dicha fecha, Macao pasará
a ser una región administrativa especial de la República
Popular de China y disfrutará de una amplia autonomía,
salvo en materia de asuntos exteriores y de defensa,
que serán responsabilidad del Gobierno Popular Central
de la República Popular de China.

La Sección VIII de la Exposición de las políticas fun-
damentales del Gobierno de la República Popular de Chi-
na en relación con Macao, contenida en el Anexo I de
la Declaración Conjunta, así como el artículo 138 de
la Ley Fundamental de la Región Administrativa Especial
de Macao de la República Popular de China, aprobada
el 31 de marzo de 1993 por el Congreso Nacional Popu-
lar de la República Popular de China, establecen que
los acuerdos internacionales en los que el Gobierno de
la República Popular de China no sea todavía parte pero
que se apliquen ya a Macao podrán continuar aplicán-
dose en la Región Administrativa Especial de Macao.

De conformidad con las disposiciones mencionadas,
el Ministro de Asuntos Exteriores de la República Popular
de China me ha encargado que informe a V. E. de lo
siguiente:

El Convenio internacional para la unificación de cier-
tas reglas relativas al embargo preventivo de buques
de navegación marítima, hecho en Bruselas el 10 de
mayo de 1952 (en adelante denominado «el Convenio»)
que se aplica actualmente a Macao, continuará aplicán-
dose en la Región Administrativa Especial de Macao a
partir del 20 de diciembre de 1999. El Gobierno de la
República Popular de China reserva a la Región Admi-
nistrativa Especial de Macao el derecho a no aplicar
las disposiciones del Convenio a los buques de guerra
y a los buques que sean propiedad o estén al servicio
de un Estado.

Dentro de este marco, el Gobierno de la República
Popular de China asumirá la responsabilidad de los dere-
chos y obligaciones internacionales que corresponden
a los Estados Partes en el Convenio.
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Convenio Internacional sobre Limitación de la Respon-
sabilidad de los Propietarios de Buques que Navegan
por Alta Mar. Bruselas, 10 de octubre de 1957. «Bo-
letín Oficial del Estado» de 21 de julio de 1970 y 30
de enero de 1971.

China. 6 de diciembre de 1999. Comunicación rela-
tiva a Macao:

De conformidad con la Declaración conjunta del
Gobierno de la República Popular de China y del Gobierno
de la República de Portugal sobre la cuestión en Macao
(en adelante denominada la Declaración Conjunta), el
Gobierno de la República Popular de China reanudará
el ejercicio de su soberanía sobre Macao el 20 de diciem-
bre de 1999. A partir de dicha fecha, Macao pasará
a ser una región administrativa especial de la República
Popular de China y disfrutará de una amplia autonomía,
salvo en materia de asuntos exteriores y de defensa,
que serán responsabilidad del Gobierno Popular Central
de la República Popular de China.

La Sección VIII de la Exposición de las políticas fun-
damentales del Gobierno de la República Popular de Chi-
na en relación con Macao, contenida en el Anexo I de
la Declaración Conjunta, así como el artículo 138 de
la Ley Fundamental de la Región Administrativa Especial
de Macao de la República Popular de China, aprobada
el 31 de marzo de 1993 por el Congreso Nacional Popu-
lar de la República Popular de China, establecen que
los acuerdos internacionales en los que el Gobierno de
la República Popular de China no sea todavía parte pero
que se apliquen ya a Macao podrán continuar aplicán-
dose en la Región Administrativa Especial de Macao.

De conformidad con las disposiciones mencionadas,
el Ministro de Asuntos Exteriores de la República Popular
de China me ha encargado que informe a V. E. de lo
siguiente:

El Convenio internacional relativo a la limitación de
responsabilidad de los propietarios de buques que nave-
gan por alta mar, hecho en Bruselas el 10 de octubre
de 1957 (en adelante denominado «el Convenio») que
se aplica actualmente a Macao, continuará aplicándose
en la Región Administrativa Especial de Macao a partir
del 20 de diciembre de 1999. El Gobierno de la República
Popular de China desea asimismo hacer la siguiente
declaración:

1. El Gobierno de la República Popular de China
reserva a la Región Administrativa Especial de Macao
el derecho a no quedar obligada por el apartado 1 C
del artículo 1 del Convenio.

2. El Gobierno de la República Popular de China
reserva a la Región Administrativa Especial de Macao
el derecho a regular mediante disposiciones legislativas
específicas de la Región Administrativa Especial de
Macao el sistema de limitación de responsabilidad apli-
cable a los buques de menos de 300 toneladas.

3. Por lo que se refiere a la aplicación del Convenio
en la Región Administrativa Especial de Macao, el Gobier-
no de la República Popular de China reserva a la Región
Administrativa Especial de Macao el derecho a aplicar
el Convenio bien dándole fuerza de ley de la Región
Administrativa Especial de Macao, bien incorporando las
disposiciones del Convenio, de manera apropiada, a la
legislación de la Región Administrativa Especial de
Macao.

Dentro de este marco, el Gobierno de la República
Popular de China asumirá la responsabilidad de los dere-
chos y obligaciones internacionales que corresponden
a los Estados Partes en el Convenio.

H. AÉREOS

H.A GENERALES.

H.B NAVEGACIÓN Y TRANSPORTE.

Convenio para la Unificación de Ciertas Reglas Relativas
al Transportes Aéreo Internacional. Varsovia, 12 de
octubre de 1929. «Gaceta de Madrid» de 21 de agos-
to de 1931.

Azerbaiyan. 24 de enero de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 23 de abril de 2000.

Kirguizistán. 9 de febrero de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 9 de mayo de 2000.

Protocolo modificando el Convenio para la Unificación
de Ciertas Reglas Relativas al Transporte Aéreo Inter-
nacional. La Haya, 28 de septiembre de 1955. «Bo-
letín Oficial del Estado» de 4 de junio de 1973.

Azerbaiyan. 24 de enero de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 23 de abril de 2000.

Kirguizistan. 9 de febrero de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 9 de mayo de 2000.

Protocolo Adicional número 1 que modifica el Convenio
para la Unificación de Ciertas Reglas Relativas al
Transporte Aéreo Internacional firmado en Varsovia
el 12 de octubre de 1929. Montreal, 25 de septiem-
bre de 1975. «Boletín Oficial del Estado» número 147,
de 20 de junio de 1997.

Azerbaiyan. 24 de enero de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 23 de abril de 2000.

Protocolo adicional número 2 que modifica el Convenio
para la Unificación de Ciertas Reglas Relativas al
Transporte Aéreo Internacional firmado en Varsovia
el 12 de octubre de 1929, modificado por el Protocolo
hecho en La Haya el 28 de septiembre de 1955.
Montreal, 25 de septiembre de 1975. «Boletín Oficial
del Estado» número 147, de 20 de junio de 1997.

Azerbaiyan. 24 de enero de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 23 de abril de 2000.

Protocolo adicional número 4 que modifica el Convenio
para la Unificación de Ciertas Reglas Relativas al
Transporte Aéreo Internacional firmado en Varsovia
el 12 de octubre de 1929, modificado por el Protocolo
hecho en La Haya el 28 de septiembre de 1955.
Montreal, 25 de septiembre de 1975. «Boletín Oficial
del Estado» número 34, de 9 de febrero de 1999.

Azerbaiyan. 24 de enero de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 23 de abril de 2000.

Nueva Zelanda. 3 de diciembre de 1999. Adhesión,
entrada en vigor 2 de marzo de 2000. Aplicación terri-
torial a las Islas Tokelau.

Emiratos Árabes Unidos. 20 de marzo de 2000. Adhe-
sión, entrada en vigor 18 de junio de 2000.

Japón. 20 de junio de 2000. Adhesión, entrada en
vigor 18 de septiembre de 2000.

H.C DERECHO PRIVADO.
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I. COMUNICACIONES Y TRANSPORTE

I.A POSTALES.

I.B TELEGRÁFICOS Y RADIO.

I.C ESPACIALES.

I.D SATÉLITES.

I.E CARRETERAS.

Protocolo relativo a la Conferencia Europea de Ministros
de Transportes. Bruselas, 17 de octubre de 1953.
«Boletín Oficial del Estado» de 14 de febrero de 1954.

Georgia. 3 de agosto de 2000. Adhesión.

Acuerdo Europeo relativo al Transporte Internacional de
Mercancías Peligrosas por Carretera (ADR). Ginebra,
30 de septiembre de 1957. «Boletín Oficial del Esta-
do» 16 de septiembre de 1998 y 20 de mayo
de 1999.

Ucrania. 1 de mayo de 2000. Adhesión, entrada en
vigor 1 de junio de 2000.

Azerbaiyan. 28 de septiembre de 2000. Adhesión,
entrada en vigor 28 de octubre de 2000.

Acuerdo Multilateral M-97 relativo al Vinagre Producido
por Fermentación que no contenga más del 20
por 100 de ácido acético, que deroga Determinadas
Disposiciones de los Anejos A y B del ADR.

Número de Orden M-97.

ACUERDO MULTILATERAL M 97

1. No obstante lo dispuesto en los marginales 2800
(1), 2801, 32o c) y en otras disposiciones de los Anejos
A y B [del ADR], el vinagre fermentado (vinagre pro-
ducido por fermentación) que no contenga más del 20
por 100 de ácido acético quedará exceptuado de lo dis-
puesto en los Anejos A y B mencionados cuando se
cumplan las siguientes condiciones:

2. Condiciones:
2.1 Los envases o embalajes, los grandes recipien-

tes para granel (GRG) y las cisternas deberán ser cons-
truidas de acero o de material plástico que sea perma-
nentemente resistente al vinagre fermentado (ácido acé-
tico). Por lo que respecta al acero se considerará satis-
fecha esta condición cuando se utilice acero especial
1.4301 según la norma EN 10027-2: 1992 u otro acero
de calidad al menos equivalente.

2.2 Especialmente en lo que concierne a los daños
producidos por corrosión, el propietario o el usuario
someterán los envases o embalajes, los GRG y las cis-
ternas a inspecciones visuales periódicas; los resultados
de las inspecciones deberán hacerse constar en informes
de pruebas, que deberán conservarse durante al menos
un año y serán presentados a las autoridades compe-
tentes a petición de las mismas. Se prohíbe el llenado
de envases o embalajes, GRG o cisternas dañados.

2.3 Los envases o embalajes, los GRG y las cisternas
se llenarán de modo que se eviten pérdidas o adhe-
rencias de vinagre fermentado en el exterior de los reci-
pientes. Cuando sea preciso, los residuos y las adhe-
rencias de vinagre fermentado se eliminarán mediante
chorros de agua.

2.4 Los cierres y juntas (juntas de estanqueidad)
deberán ser resistentes al vinagre fermentado (ácido acé-
tico). Se considerará satisfecha esta condición cuando

el material utilizado para la fabricación de las juntas sea
de polietileno (PE), policloruro de vinilo (PVC) o cualquier
otro material de calidad al menos equivalente. Los enva-
ses o embalajes, los GRG y las cisternas deberán ser
herméticamente sellados por quien los haya envasado
o llenado, de tal forma que, en condiciones normales
de transporte, no exista pérdida de vinagre fermentado.

2.5 Deberá llevarse a bordo de la unidad de trans-
porte el equipo protector a que se refiere el marginal
10.260, las instrucciones por escrito conforme al mar-
ginal 10.385, la carta de porte a que se refiere el apar-
tado siguiente 2.6 y una copia de las disposiciones esen-
ciales del presente Acuerdo.

2.6 El expedidor deberá reflejar en la carta de porte
la siguiente indicación: «Vinagre fermentado, exención
acordada según el Acuerdo Multilateral M97». No se
requieren otras indicaciones adicionales.

3. No serán aplicables las restantes disposiciones
de los Anejos A y B del ADR.

4. Este Acuerdo se aplicará hasta el 31 de diciembre
de 2005 a los transportes que se efectúen en el territorio
de las Partes Contratantes del ADR que lo hayan firmado;
en el caso de que alguno de los signatarios lo revoque
antes de dicha fecha, solamente será aplicable al trans-
porte efectuado entre las Partes Contratantes del ADR
que hayan firmado este Acuerdo y no lo hayan revocado.

I.F FERROCARRIL.

J. ECONÓMICOS Y FINANCIEROS

J.A ECONÓMICOS.

J.B FINANCIEROS.

J.C ADUANEROS Y COMERCIALES.

Convenio por el que se establece el Consejo de Coope-
ración Aduanera. Bruselas, 15 de diciembre de 1950.
«Boletín Oficial del Estado» de 23 de septiembre de
1954.

Seychelles. 25 de julio de 2000. Adhesión.

Convenio Internacional sobre Armonización de los Con-
troles de Mercancías en las Fronteras. Ginebra, 21
de octubre de 1982. «Boletín Oficial del Estado» de 25
de febrero de 1986.

Rumania. 10 de noviembre de 2000. Adhesión, entra-
da en vigor 10 de febrero de 2000.

Convenio relativo a la Importación Temporal. Estam-
bul, 26 de junio de 1990. «Boletín Oficial del Estado»
número 246, de 14 de octubre de 1997.

Eslovaquia. 22 de septiembre de 2000. Adhesión,
y acepta todos sus anejos.

J.D MATERIAS PRIMAS.

Mandato del Grupo internacional de Estudio sobre el
Cobre, adoptado por la Conferencia de las Naciones
Unidas sobre el Cobre. Ginebra, 24 de febrero de
1989. «Boletín Oficial del Estado» 14 de febrero y 24
de junio de 1992 (aplicación provisional). «Boletín
Oficial del Estado» de 18 de junio de 1994.

Noruega. 14 de julio de 2000. Retirada con efecto
desde el 12 de septiembre de 2000.
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Convenio internacional de las Maderas Tropicales, 1994.
Aplicación provisional. Ginebra, 26 de enero de 1994.
«Boletín Oficial del Estado» de 21 de noviembre
de 1996.

Irlanda. 18 de agosto de 2000. Ratificación.

Convenio internacional del Cacao 1993. Hecho en Gine-
bra el 16 de julio de 1993. «Boletín Oficial del Estado»
de 3 de mayo de 1994. «Boletín Oficial del Estado»
de 21 de febrero de 1995.

Perú. 21 de agosto de 2000. Adhesión.
Egipto. 20 de julio de 2000. Adhesión.

Extensión hasta el 30 de septiembre de 2001, con modi-
ficaciones del Acuerdo internacional del Café 1994,
aprobado por el Consejo internacional del Café, por
Resolución número 384. Londres, 21 de julio de
1999. «Boletín Oficial del Estado» número 258, de 28
de octubre de 1999.

Zimbabwe. 5 de septiembre de 2000. Adhesión.
Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte. 14

de julio de 2000. Aceptación.
Aplicación territorial a:

Bailiwick de Jersey.
Santa Helena.
Reino Unido de Gran Bretaña.

México. 14 de agosto de 2000. Adhesión.
Guinea. 19 de julio de 2000. Adhesión.
Vietnam. 27 de julio de 2000. Adhesión.
Noruega. 26 de septiembre de 2000. Adhesión.
Irlanda. 4 de octubre de 2000. Aceptación.
Guinea Ecuatorial. 28 de septiembre de 2000. Adhe-

sión.
Bélgica. 29 de septiembre de 2000. Aceptación.
Luxemburgo. 29 de septiembre de 2000. Aceptación.
Cuba. 29 de septiembre de 2000. Aceptación.
Austria. 11 de septiembre de 2000. Adhesión.
Alemania. 28 de septiembre de 2000. Aceptación.
República Dominicana. 2 de octubre de 2000. Adhe-

sión.
Bolivia. 27 de septiembre de 2000. Adhesión.

K. AGRÍCOLAS Y PESQUEROS

K.A AGRÍCOLAS.

K.B PESQUEROS.

K.C PROTECCIÓN DE ANIMALES Y PLANTAS.

Convenio internacional para la Protección de las Obten-
ciones Vegetales. París, 2 de diciembre de 1961. «Bo-
letín Oficial del Estado» de 9 de junio de 1980.

Estonia. 24 de agosto de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 24 de septiembre de 2000.

A los fines de determinar el montante total de la
contribución anual al presupuesto de la UPOV, un quinto
de unidad (0,2) aplicable a Estonia.

Convenio sobre el Comercio internacional de Especies
Amenazadas de Fauna y Flora Silvestre. Washing-
ton, 3 de marzo de 1973. «Boletín Oficial del Estado»
de 30 de junio de 1986 y 24 de noviembre de 1987.

Antigua República Yugoslava de Macedonia. 4 de julio
de 2000. Adhesión, entrada en vigor 2 de octubre
de 2000.

«De conformidad con el artículo 23 (2) la República
de Macedonia formula unas reservas relativas a los Ane-
jos I, II y III, en relación con las siguientes especies:

Anejo I

FAUNA
*MAMMALIA

Canidae
(*Canis Lupus L.)**+201

Mustelidae
(*Matres matres L.)

(*Matres Foina ERH.)

*PISCES
Cyprinidae

(*Cyprinus carpio L.)

*GASTROPODA
Stylommatophora
(*Helix pomatio L.)
(*Cepea hortensis)
(*Cepea hemoralis)

Anejo II

FAUNA
*MAMMALIA

Canidae
(*Canis Lupus L.)*-102

Mustelinae
(*Mustela nivalis L.)

(*Mustela putorius L.)

Suidae
(*Sus scrofa L.)

Anejo III

FAUNA
*MAMMALIA

Canidae
(*Vulpes Vulpes L.)

Mustelidae
(*Matres matres L.)
(*Matres foina ERH.)

Mustelinae
(*Mustela nivalis L.)

Sudáfrica. 6 de septiembre de 2000. La República
de Sudáfrica retira la reserva que formuló en 1989 de
conformidad con el artículo XV, párrafo 3, de la CITES,
contra la inclusión de «Lodoxonta africana» del Anejo I.

Países Bajos. 18 de julio de 2000. El Reino de los
Países Bajos formula de conformidad con el artículo XVI,
párrafo 2, de la CITES, una reserva contra la inclusión
de «Mustela altaica, Mustela Kantiah y Mustela sibirica»,
del Anejo III.

Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte.
11 de agosto de 2000. El Reino Unido de Gran Bretaña
e Irlanda del Norte formula de conformidad con el artículo
XVI, párrafo 2, de la CITES, una reserva contra la inclusión
de «Mustela altaica, Mustela Kathiah, y Mustela sibirica»,
del Anejo III.

Alemania. 16 de agosto de 2000. La República Fede-
ral de Alemania formula de conformidad con el artículo
XVI, párrafo 2, de la CITES, una reserva contra la inclusión
de «Mustela altaica, Mustela Kathiah, y Mustela sibirica»,
del Anejo III.
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Convenio Europeo sobre Protección de los Animales Ver-
tebrados Utilizados con Fines Experimentales y Otros
Fines Científicos. Estrasburgo, 18 de marzo de 1986.
«Boletín Oficial del Estado» de 25 de octubre de 1990.

Francia. 5 de junio de 2000. Aprobación, entrada en
vigor 1 de diciembre de 2000, con la siguiente reserva:

Francia declara que no se considera vinculada por
la formulación actual del artículo 28. No obstante, se
reserva la posibilidad de realizar estadísticas, en la forma
que le parezca más oportuna, con el fin de orientar la
política nacional en materia de experimentación animal.

L. INDUSTRIALES Y TÉCNICOS

L.A INDUSTRIALES.

L.B ENERGÍA Y NUCLEARES.

L.C TÉCNICOS.

Reglamento número 22 sobre Prescripciones Uniformes
relativas a la Homologación de Cascos de Protección
para Conductores y Pasajeros de Motociclos, Anejo
al Acuerdo Relativo al Cumplimiento de Condiciones
Uniformes de Homologación y Reconocimiento Recí-
procos de la Homologación de Equipos y Piezas de
Vehículos de Motor. Ginebra, 20 de marzo de 1958.
«Boletín Oficial del Estado» de 21 de enero de 1977.

Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte. 16
de mayo de 2000. Aplicación.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 23 de enero de 2001.—El Secretario general

técnico, Julio Núñez Montesinos.

MINISTERIO DE FOMENTO

2343 REAL DECRETO 37/2001, de 19 de enero,
por el que se actualiza la cuantía de las indem-
nizaciones por daños previstas en la Ley
48/1960, de 21 de julio, de Navegación
Aérea.

La Ley 48/1960, de 21 de julio, de Navegación Aérea,
regula en el capítulo XIII la responsabilidad por daños
en el transporte de viajeros, equipajes y mercancías, así
como por los que causen a las personas o a las cosas
en la superficie terrestre, por acción de la aeronave o
por cuanto de la misma se desprenda o arroje. Las dis-
posiciones finales segunda y cuarta de dicha Ley auto-
rizan al Gobierno a revisar los importes de las indem-
nizaciones establecidas al respecto, en función de las
circunstancias económicas.

En ejecución de la disposición final segunda de la
citada Ley, las cuantías de las indemnizaciones recogidas
en este capítulo fueron actualizadas por el Real Decreto
2333/1983, de 4 de agosto.

Para las indemnizaciones relativas a pasajeros, las
cuantías que ahora se elevan, lo hacen teniendo en cuen-
ta las establecidas para las compañías aéreas de la Unión
Europea en el Reglamento (CE) 2027/1997, del Consejo,
de 9 de octubre, sobre responsabilidad de las compañías
aéreas en caso de accidente, que aplica un sistema uni-
forme dentro de su ámbito.

Para las indemnizaciones relativas a equipajes y mer-
cancías, la elevación de los límites de la responsabilidad
responde a la tendencia que se viene produciendo en
el ámbito internacional, reflejada en los importe que reco-
ge el Convenio para la unificación de ciertas reglas para
el transporte áereo internacional, concluido en Montreal
el 28 de mayo de 1999 y firmado por España el 14
de enero de 2000.

Asimismo, en lo que se refiere a las indemnizaciones
relativas a daños que se causen a las personas o a las
cosas en la superficie terrestre por acción de la aeronave
o por cuanto de la misma se desprenda o arroje, el Con-
venio de Roma de 7 de octubre de 1952, que regula
este tipo de daños, no resulta ya el referente adecuado,
por lo que se han tenido en cuenta las cuantías aplicables
en los países de nuestro entorno.

En consecuencia, al objeto de aproximar los límites
de las cuantías indemnizatorias recogidas en los ámbitos
europeo e internacional señalados y las establecidas en
el ámbito interno español, es preciso actualizar nueva-
mente dichas cuantías.

Con el fin de garantizar la equivalencia de los nuevos
importes de las indemnizaciones que se establecen en
este Real Decreto, con los fijados en las normas inter-
nacionales tomadas como referencia, se ha optado por
expresar su valor en derechos especiales de giro, según
la definición del Fondo Monetario Internacional.

A efectos de responsabilidad por daños causados a
terceros en la superficie, se ha diferenciado una nueva
cuantía para aeronaves de hasta 500 kilogramos, al obje-
to de tener en cuenta el amplio desarrollo alcanzado
por la aviación ligera, sus especiales características y
sus límites y restricciones operacionales.

Por otra parte, se ha considerado necesario establecer
la aplicación de las indemnizaciones recogidas en el ar-
tículo 1 de este Real Decreto, a los alumnos pilotos,
a los ocupantes de vuelos de iniciación o panorámicos
que no constituyen transporte y a los ocupantes de aero-
naves dedicadas a trabajos aéreos comerciales que no
formen parte de la tripulación.

Asimismo, se establecen requisitos para asegurar la
adecuada información a los interesados y a los usuarios
sobre las indemnizaciones que correspondan cuando se
produzcan daños.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Fomento,
de acuerdo con el Consejo de Estado y previa delibe-
ración del Consejo de Ministros en su reunión de 19
de enero de 2001,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Indemnizaciones relativas a pasajeros.

A los efectos previstos en el artículo 117 de la Ley
48/1960, de 21 de julio, de Navegación Aérea, las
indemnizaciones a favor del viajero que deberán abonar
las compañías aéreas no sujetas a la aplicación del Regla-
mento (CE) 2027/1997, del Consejo, de 9 de octubre,
sobre responsabilidad de las compañías aéreas en caso
de accidente, que aplica un sistema uniforme dentro
de su ámbito serán, en su equivalencia en pesetas o
euros, las siguientes:

1.a Por muerte o incapacidad total permanente:
100.000 derechos especiales de giro.

2.a Por incapacidad parcial permanente, hasta el
límite de 58.000 derechos especiales de giro.

3.a Por incapacidad parcial temporal, hasta el límite
de 29.000 derechos especiales de giro.


